
Bogotá D.C. 02 de octubre de 2020. 
 
 
 
 
Señor 
JUZGADO 017 ADMINISTRATIVO DE LA SECCIÓN SEGUNDA DE 
BOGOTÁ 
Ciudad 
 
 
 
REFERENCIA: DESISTIMIENTO DE PRETENSIONES. 
ACTOR: JULIA MARIA GARZON DE OCAMPO     
DEMANDADO: LA NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
RADICADO: 11001333501720190048000  
 
  
 
JULIAN ANDRES GIRALDO MONTOYA , identificado con la cédula de 
ciudadanía Nº 10.268.011 de Manizales  y T.P. 66.637 del  C.S. de la J., por 
medio de este escrito me permito DESISTIR de las pretensiones formuladas en 
la demanda, Teniendo en cuenta que entre las partes y  a través de delegado de 
la Ministra de Educación, se celebró un contrato de transacción sobre las 
pretensiones del proceso. solicito no se disponga condena en costas, teniendo 
en cuenta que la parte demandada, por intermedio de su apoderado, coadyuva 
esta petición en señal de aceptación (artículo 316 numeral 2 del Código General 
del Proceso, aplicable ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión 
efectuada por el artículo 306 de la Ley 1437 de 2011). 
 
 
El apoderado coadyuvante, en caso de no suscribir este documento, arrimará al 
despacho escrito validando esta petición. 
 
 
Agradezco la atención al presente,  
 
 

 
JULIAN ANDRES GIRALDO MONTOYA   
C.C.  10.268.011 de Manizales      
T.P. 66.637 C.S. de la J.   





























































































 
 

 
                                                      

  

*20201182582671* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182582671 
Fecha: 18-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720180042100  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: LUIS MIGUEL MORENO VILLATE 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO 

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 
A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 



 
 

 
                                                      

  

 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 



 
 

 
                                                      

  

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 



 
 

 
                                                      

  

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 
daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 



 
 

 
                                                      

  

los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

 

ANEXOS. 

 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 

3. Certificado de puesta a disposición de cesantías. 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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**RAD_S** 

Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 
 
Señor Juez 
Juzgado Diecisiete (17) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá 
E.      S.      D. 
 
 
Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 11001-33-35-017-2019-00085-00 
Demandante: Héctor Enrique Ávila Guerrero 
Demandados: La Nación - Ministerio De Educación Nacional - Fondo De 
Prestaciones Sociales Del Magisterio. 
 
 
MAURICIO ANDRÉS CABEZAS TRIVIÑOmayor y vecino de esta ciudad, 
identificado como aparece al pie de mi firma, actuando calidad de apoderado del 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, -FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, por medio de la presente me permito presentar la 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA del proceso de la referencia en los 
siguientes términos:  
 
 

I. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
Primera: ME OPONGO, pues en la Resolución 10922 del 25 de octubrede 2018 
expedida por la Secretaría de Educación del Bogotá, se reconoció las cesantías 
solicitada por la parte actora, con base a la normativa legal vigente para el caso, la 
cual se encuentra ajustada a la pauta interpretativa del Consejo de Estado. 
 
Segunda: ME OPONGO, teniendo en cuenta que el régimen aplicable para liquidar 
sus cesantías definitivas es el previsto en la Ley 91 de 1989, es decir, el anualizado 
por cuanto la docente se vinculó en con posterioridad a la entrada en vigencia de 
la referenciada ley, la cual prevé que los docentes nombrados a partir de 1990, 
ingresaron a la categoría de docentes nacionales, pese a que fueran vinculados por 
el representante de la entidad territorial.  
 
Tercera: ME OPONGO, pues sería consecuencia de las anteriores declaraciones, 
las cuales de acuerdo a lo expuesto no están llamadas a prosperar. 
 
Cuarta: ME OPONGO, pues la sentencia en si ya tiene carácter vinculante y no se 
requiere la solicitud de la misma.  



 
 

       
                                                      

  

 
Quinta y sexta: ME OPONGO, pues sería consecuencia de las anteriores 
declaraciones, las cuales de acuerdo a lo expuesto no están llamadas a prosperar. 
 
Séptima al once: ME OPONGO, debido a que no hay lugar al reconocimiento del 
retroactivo como quiera que la fecha de vinculación del docente se efectuó con 
posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 91 de 1989, de allí que la liquidación 
de sus cesantías deba ser anualizada.  
 

II. FRENTE A LOS HECHOS 
 

Al hecho primero: Es cierto, conforme con la documental aportada 

Al hecho segundo: Es cierto, conforme con la documental aportada 

Al hecho tercero: Es cierto, conforme con la documental aportada 

Al hecho cuarto: Es cierto, y la aplicación normativa para el reconocimiento de las 
cesantías está conforme a derecho. 

Al hecho quinto: es cierto, según constancia de notificación aportada con la 
demanda. 
 
Al hecho sexto: es cierto, de acuerdo al acta de conciliación fallida aportada con 
la demanda. 
  

III. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 

Régimen de cesantías previsto para los empleados públicos. 

Respecto al régimen retroactivo de las cesantías, se señala que este tenía en 
cuenta, para efectos de liquidar la prestación por todo el tiempo de servicio, el último 
sueldo devengado, para entender un poco el tema se advierte que este régimen se 
encuentra regulado en diversas disposiciones tal y como le explicó la sentencia del 
Consejo de Estado del 22 de febrero de 20181.  

 
 la Ley 6ª de 1945 en el artículo 17 señaló que los empleados y obreros 
nacionales de carácter permanente, gozarían, entre otras prestaciones, 
de un auxilio de cesantía, a razón de un mes de sueldo o jornal por cada 
año de servicio, para lo cual solamente se tendría en cuenta el tiempo 
de servicio prestado con posterioridad al 1 de enero de 19429. 
  

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección segunda, Subsección A, C.P. William Hernández Gómez. Rad 17001-23-33-000-
2015-00825-01. Bogotá 22 de febrero de 2018 



 
 

       
                                                      

  

Mediante el Decreto 2767 de 1945 se determinaron las prestaciones so-
ciales de los empleados departamentales y municipales y, el artículo 1 
les hizo extensivas las prestaciones consagradas por el artículo 17 de la 
Ley 6ª de 1945, lo cual incluyó el auxilio de cesantías10. Y en el artículo 
6 de la misma ley se señalaron las situaciones que se tendrían como 
despido para efectos de la liquidación del auxilio. 
  
Por su parte, la Ley 65 de 20 de diciembre de 1946 modificó las disposi-
ciones sobre cesantías y en el artículo 1 extendió dicho beneficio a los 
trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y munici-
pios y, el Decreto 2567 de 31 de agosto de 1946 dictó normas sobre 
prestaciones a favor de los empleados oficiales, y definió los parámetros 
para la liquidación de las cesantías11. 
  
El Decreto 1160 de 28 de marzo de 1947 señaló el mismo derecho para 
los empleados al servicio de la Nación de cualquiera de las ramas del 
poder público, sin importar si se encontraban inscritos en carrera admi-
nistrativa o no, y sea cual fuere la causa de su retiro. 
  
Este régimen de cesantías tenía un carácter retroactivo, por cuanto tenía 
en cuenta, para efectos de liquidar la prestación por todo el tiempo de 
servicio, el último sueldo devengado. 

  

Respecto al régimen anualizado de liquidación de las cesantías, es con la expedi-
ción del Decreto 3118 del 1968 que se dio paso a su aplicación, aunque solamente 
a los empleados que se encontraran vinculados a los Ministerios, Departamentos 
Administrativos, Superintendencias, establecimientos públicos y empresas indus-
triales y comerciales del Estado. En cuanto a este tipo de liquidación anual se pre-
cisó que tendría carácter definitivo y no podría revisarse, aunque en años posterio-
res varíe la remuneración del respectivo empleado o trabajador. 

A su vez, la Ley 344 de 27 de diciembre de 1996 y el Decreto 1582 de 5 de agosto 
de 1998, señalaron que, las personas que se vinculen a las entidades del Estado, 
tendrían un régimen anualizado de cesantías, en virtud del cual, la liquidación defi-
nitiva de las mismas debía realizarse el 31 de diciembre de cada año. Haciéndose 
extensivo también a los empleados públicos de orden territorial a quienes se les 
aplicaría lo previsto en los artículos 99, 102 y 104 de la Ley 50 de 1990. 

Lo anterior, fue reiterado por el Consejo de Estado en la sentencia de unificación 
jurisprudencial de 25 de agosto de 20162, bajo los siguientes términos: 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero Ponente: Dr. Luis 
Rafael Vergara Quintero, sentencia del 25 de agosto de 2016, Radicación número: 08001-23-31-000-2011-
00628-01(0528-14) CE-SUJ2-004-16, demandante: Yesenia Esther Hereira Castillo, demandado: Municipio 
de Soledad. 



 
 

       
                                                      

  

  

«[…] En ese orden, se puede decir que los empleados que ingresaron a 
la administración pública con posterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley 344 de 1996, están cobijados por el régimen anualizado de liquida-
ción de cesantías, al igual que los vinculados con anterioridad pero que 
se hubieran acogido al régimen anualizado, y para efecto de la liquida-
ción y pago de esa prestación se rigen por lo que en esa materia consa-
gra la Ley 50 de 1990 y normas concordantes, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 1° del Decreto 1582 de 1998 […]» 

   

Régimen de cesantías aplicable al personal docente 

  

El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por la Ley 
91 de 1989, allí se realizó la distinción entre los distintos los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, en la siguiente forma: 

  

En cuanto al personal nacional, precisó que son los docentes vinculados por nom-
bramiento del Gobierno Nacional; frente al personal nacionalizado. Dispuso que 
son aquellos vinculados por nombramiento de entidad territorial antes del 1. de 
enero de 1976 y los vinculados a partir de esta fecha, de conformidad con lo dis-
puesto por la Ley 43 de 1975. 

  

Ahora bien, frente a los docentes con vinculación territorial, la citada disposición 
señaló que serían aquellos cuyo nombramiento haya sido proferido por una entidad 
territorial, a partir del 1. de enero de 1976, esto, sin el cumplimiento del requisito 
establecido en el artículo 10 de la Ley 43 de 1975.  

  

El parágrafo del artículo 2 ibídem, señaló la manera en que se reconocerían y pa-
garían las prestaciones sociales causadas hasta la fecha de promulgación de la 
Ley de la siguiente manera: 

Artículo 2. De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación 
y las entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones 
prestacionales con el personal docente, de la siguiente manera: 

[…] 

Parágrafo. Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas 
hasta la fecha de promulgación de la presente Ley, se reconocerán y 



 
 

       
                                                      

  

pagarán de conformidad con las normas prestacionales del orden nacio-
nal, aplicables a dicho personal.  

Las prestaciones sociales del personal nacionalizado, causadas hasta la 
fecha de promulgación de la presente Ley, se seguirán reconociendo y 
pagando de conformidad con las normas que regían en cada entidad 
territorial en el momento de entrar en vigencia la Ley 43 de 1975.  

 

Visto lo anterior y teniendo en cuenta que el artículo 4 de la misma normativa esti-
puló que el Fondo estaría encargado del reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encontraran vincula-
dos a la fecha de la promulgación de la ley y con posterioridad a la misma, se en-
tiende que el aparte transcrito le es aplicable a los docentes cuya vinculación es 
territorial. 

  

En similar sentido, se puede entender lo antes mencionado bajo la lectura del ar-
tículo 15 de la Ley 91 de 1989 que señaló: 

Artículo 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 
nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1. de 
enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones:  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 
de diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y 
sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando 
en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.  

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero 
de 1990, para efecto de las prestaciones económicas y sociales se regi-
rán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del or-
den nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o 
que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta 
Ley. 

[…] 

3. Cesantías: A. Para los docentes nacionalizados vinculados 
hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de salario 
por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año labo-
rado, sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los 
últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del 
último año. B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero 
de 1990 y para los docentes nacionales vinculados con anterioridad a 
dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías generadas a partir 



 
 

       
                                                      

  

del 1o. de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas 
cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anual-
mente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar 
la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintenden-
cia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema 
financiero durante el mismo período. 

 Las cesantías del personal nacional docente, acumuladas hasta el 31 
de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales 
vigentes para los empleados públicos del orden nacional.  

  

Así las cosas, y en los términos de la sentencia 22 de febrero de 20183, antes ci-
tada, se colige que: 

 i). los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 
1989 mantendrían el régimen prestacional previsto en la normativa vi-
gente de la entidad territorial, es decir, el sistema de retroactividad y ii) a 
los docentes nacionales y a los vinculados a partir del 1 de enero de 
1990 «lo que según la definición contenida en los artículos 1 y 2, corres-
ponde a los nacionales o territoriales que por cualquier causa se lleguen 
a vincular en tal calidad, sin hacer distinción entre nacionales y territoria-
les», se les aplicarán las disposiciones vigentes para los empleados pú-
blicos del orden nacional, es decir, un sistema anualizado de cesantías, 
sin retroactividad y sujeto al reconocimiento de intereses. 

  

De igual manera, se advierte que el régimen pensional aplicable a los docentes 
nacionales o nacionalizados que se incorporen a las plantas departamentales o 
distritales y los de las nuevas vinculaciones, será el reconocido en la Ley 91 de 
1989, por expreso mandato de la Ley 60 de 1993.  

Así mismo, el personal docente que continuaba con vinculación departamental, dis-
trital y municipal14 sería incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones del Magis-
terio y se les respetaría el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad 
territorial. Por su parte, el artículo 115 de la Ley 115 de 1994 al limitar el régimen 
especial de los educadores estatales en cuanto al régimen estatal indicó que era el 
que allí se señalaba y el previsto en las Leyes 91 de 1989 y 60 de 1993.  

Por tanto, la obligación de incorporar a los docentes departamentales, distritales y 
municipales financiados con recursos propios de las entidades territoriales al Fondo 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sección segunda, Subsección A, C.P. William Hernández Gómez. Rad 17001-23-33-000-
2015-00825-01. Bogotá 22 de febrero de 2018 



 
 

       
                                                      

  

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio surgió con el Decreto 196 de 
1995, el cual, en su artículo 5 determinó que se debía respetar el régimen presta-
cional que tuvieran los docentes al momento de su vinculación, y conforme a los 
previsto en el artículo 7 ib. el reconocimiento de las cesantías y los intereses sobre 
las mismas quedaba a cargo de la entidad territorial, cuando se incumpliera la obli-
gación de afiliar al docente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magis-
terio.4 

Quiere decir lo anterior que no es solo por el hecho de que un docente haya sido 
nombrado entre 1990 y 1996 por el alcalde o gobernador que este adquiere el ca-
rácter de territorial regido por normas prestacionales del orden territorial aplicables 
antes de la Ley 91 de 1989, sino que esta prerrogativa solo cobijó a quienes cum-
plieran la condición de ser nombrado sin el cumplimiento de las previsiones del 
artículo 10 de la Ley 43 de 1975. Así las cosas, los docentes nombrados a partir de 
1990, ingresaron a la categoría de docentes nacionales, pese a que fueran vincu-
lados por el representante de la entidad territorial. 

  

CASO EN CONCRETO: 

Teniendo en cuenta las disposiciones normativas reseñadas y la pauta interpreta-
tiva del Consejo de Estado, en presente asunto, se observa que el régimen aplica-
ble a la docente Hilda Leonor Vargas Suarez es el anualizado tal y como se le 
reconoció en la Resolución 7192 del 3 de agosto de 2018, por los siguientes argu-
mentos: 

A través de la Resolución 225 del 21 de marzo de 1996, expedida por la Alcaldía 
Mayor de Santa Fe de Bogotá, la demandante fue nombrada como docente en el 
área de química, cargo para el cual tomó posesión el 17 de abril de 1996, según el 
acta de posesión 298. 

Visto lo anterior, y a pesar de que la docente fue vinculada como docente del mismo 
ente territorial este nombramiento se realizó con posterioridad a la expedición de 
las Leyes 60 de 1993 y 115 de 1994 que mantuvieron las previsiones contempladas 
en la Ley 91 de 1989 para todos los docentes que se incorporaran sin solución de 
continuidad y las nuevas vinculaciones a las plantas departamentales y distritales. 

Colorario de los razonamientos expuestos, se concluye que el régimen anualizado 
reconocido en el acto administrativo demandado es efectivamente el que se ajusta 
a su caso, pues su vinculación se produjo en el año de 1996 y si bien su nombra-
miento fue producidor el alcalde de Bogotá, esto no quiere decir que inmediata-
mente adquiera el carácter de territorial, por cuanto el artículo 13 de la Ley 344 de 
1996 excluyó de su aplicación a los docentes vinculados con posterioridad a la Ley 
91 de 1989, es decir, a partir del 1 de enero de 1990. 

                                                           
4 Sentencia del 22 de febrero de 2018 ibídem. 
 



 
 

       
                                                      

  

 
IV. EXCEPCIONES PREVIAS 

 
LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 
 
Los actos Administrativos demandados se encuentran ajustados a derecho, pues 
se profirió en estricto seguimiento de las normas legales vigentes y aplicables al 
caso de la accionante, sin que se encuentre viciado de nulidad alguna. 
 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION CON FUNDAMENTO EN LA LEY 
 
Propongo esta excepción con fundamento en que la prestación fue reconocida 
amparándose en la Ley 91 de 1989, normativa que le es aplicable teniendo en 
cuenta la fecha de vinculación de la parte actora y la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, que ha precisado que no es solo por el hecho de que un docente haya sido 
nombrado entre 1990 y 1996 por el alcalde o gobernador, que este adquiere el 
carácter de territorial regido por normas prestacionales del orden territorial 
aplicables antes de la Ley 91 de 1989, Así las cosas, los docentes nombrados a 
partir de 1990, ingresaron a la categoría de docentes nacionales, pese a que fueran 
vinculados por el representante de la entidad territorial 
 
 

V. PETICIONES 
 
Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a 
Ud., que previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones 
y condenas: 
 

 
1. Negar las pretensiones de la demanda, pues en la Resolución 7192 del 3 de 

agosto de 2018, se liquidó sus cesantías de la accionante bajo el régimen 
anualizado, teniendo en cuenta que se vinculó en el año 1996, es decir, con 
posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 91 de 1989, que previó el tipo 
de liquidación aplicable a los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio. 

 
VI.  PRUEBAS 

 
Solicitó se tengan como pruebas las aportadas oportunamente con la demanda. 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 



 
 

       
                                                      

  

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., 
ubicada en la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico 
notjudicial@fiduprevisora.com.co  
 
Del señor(a) Juez,  

 
 
_______________________________  
MAURICIO ANRÉS CABEZAS TRIVIÑO 
C.C. No. 1.019.066.285 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 287.807 del C.S de la J 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


 
 

 
                                                      

  

*20201182584471* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584471 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720190049000  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: MIGUEL ALFONSO ALVARADO PADILLA 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

10. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 



 
 

 
                                                      

  

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 
 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 



 
 

 
                                                      

  

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 



 
 

 
                                                      

  

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 

 



 
 

 
                                                      

  

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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Doctora 
LUZ MATILDE ADAIME CABRERA  
Juez 17 Administrativa Oral del Circuito de Bogotá 
E. S. D.  
 
RADICADO:   110013335017-2020-00020-00 
DEMANDANTE:   ROBERT EDUARDO MESA ARDILA  
DEMANDADO:    MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 
CONTESTACIÓN DE DEMANDA – PRUEBAS – EXCEPCIONES  

   
ANGÉLICA MARÍA VÉLEZ GONZÁLEZ, mayor de edad, identificada civil y profesionalmente como 
aparece al pie de mi firma, en mi condición de apoderada de la Nación – Ministerio de Defensa – 
Ejército Nacional, de conformidad con el poder que se allega, me permito CONTESTAR LA 
DEMANDA formulada en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL, en los siguientes términos: 
 

CONFORMACIÓN DEL GRUPO DEMANDANTE 
 
1. ROBERT EDUARDO MESA ARDILA   CC. 79.698.692 
 

A LAS PRETENSIONES: 
 
Pretende el demandante, en resumen, mediante el control de nulidad y restablecimiento del 
derecho: 
 

- Que se declare la nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución N° 4248 de 
12 de julio de 2019, mediante la cual se retira del servicio activo al demandante por la 
causal de llamamiento a calificar servicios.  
 

- Que se declare la nulidad del acta N° 002 de 11 de marzo de 2019, de la Junta Asesora 
del Ministerio de Defensa Nacional para las FFMM, e4n la cual se recomienda el retiro 
del servicio activo del demandante.  
 

- Como consecuencia de la anterior declaración, a título de restablecimiento del derecho, 
se ordene a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, el reintegro del 
demandante al servicio activo, sin solución de continuidad, en el cargo que venía 
desempeñando al momento de la expedición del acto administrativo demandado en la 
Jefatura de Estado Mayor de Planeación y Políticas (JEMPP) – Departamento de 
Planeación (CEDE5) o en uno de igual categoría y remuneración.   
 

- Que se ordene a la entidad demandada que pague al demandante la suma de 
($3.829.352) correspondientes a la diferencia del salario devengado en actividad frente a 
la asignación de retiro reconocida por la Caja de Retiro de las FFMM (CREMIL), desde el 
mes de octubre al mes de diciembre de 2019. Suma que deberá ser actualizada al 
momento de proferir la decisión que en derecho corresponda, incluyendo el incremento 
anual que para el efecto fije el gobierno nacional. 
 

http://www.ejercito.mil.co/
mailto:angelica.velez
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- Que se ordene a la entidad demandada a pagar al demandante todos los sueldos, primas, 
bonificaciones, y demás prestaciones correspondientes al cargo que venía ocupando 
junto con los incrementos legales, desde el momento en que se produjo su retiro hasta el 
momento que se haga efectivo su reintegro. 

 
 

A LOS HECHOS 
 
Al hecho 1, 2, 3, 5, 6, 7, 9, 12: Me atengo a lo consignado en el extracto de hoja de vida del 
demandante. 
 
Al hecho 4, 11, 13, 19, 20, 21, 23: No me consta.   
 
Al hecho 10, 14, 15, 16, 17, 18, 22, 25: Así parece ser, de acuerdo con la documental aportada con 
la demanda.    
 
Al hecho 8: Me atengo a lo consignado en el folio de vida del demandante.  
 
Al hecho 24: No me consta, adicionalmente los conceptos de idoneidad tienen la clasificación de 
ser exclusivos de comando por lo que son de conocimiento reservado de los comandantes y no de 
personal subalterno.   
 
 

ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 

Como apoderada del Ejército Nacional, me opongo a las pretensiones solicitadas por el actor, 
teniendo en consideración los siguientes argumentos:  
 
Me opongo a que se declare la nulidad del acto atacado, debido a que la Entidad demandada, a 
través del mencionado acto administrativo contempló la decisión de fondo totalmente ajustada a 
derecho y tuvo origen en los aspectos especiales de índole institucional que irradia la carrera 
militar, necesarios para garantizar el cabal cumplimiento de las tareas institucionales, entre ellos 
observar que el concepto de buen servicio no se ciñe sólo a las calidades laborales del servicio, 
sino a circunstancias de conveniencia y oportunidad que corresponde sopesar al nominador.  
 
La decisión contenida en el acto administrativo demandado goza de presunción de legalidad y así 
deberá declararse, toda vez que su expedición obedeció al cumplimiento de las disposiciones que 
así lo autorizan, esto es, el Decreto 1790 de 2000, cuyos artículos pertinentes señalan lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO 99. Decreto 1790 de 2000. RETIRO.  Retiro de las Fuerzas Militares es la 
situación en la que los oficiales y suboficiales, sin perder su grado militar, por disposición 
de autoridad competente, cesan en la obligación de prestar servicios en actividad. El 
retiro de los oficiales en los grados de oficiales Generales y de insignia, Coronel o Capitán 
de Navío, se hará por decreto del Gobierno; y para los demás grados incluyendo los 
suboficiales, por resolución ministerial, facultad que podrá delegarse en el Comandante 
General o Comandantes de Fuerza. 
 
Los retiros de oficiales deberán someterse al concepto previo de la Junta Asesora del 
Ministerio de Defensa para las Fuerzas Militares, excepto cuando se trate de oficiales 
generales o de insignia, e inasistencia al servicio sin causa justificada, de acuerdo con lo 
previsto en el Código Penal Militar para el delito de abandono del servicio. 
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El retiro se producirá sin perjuicio de la posibilidad de reincorporación, llamamiento 
especial al servicio o movilización, previstos en este Decreto.” 

 
El artículo 100 del Decreto 1790 de 2000, señala las causales de retiro del servicio activo para el 
personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares, en su literal a) numeral 3º, contempla 
el retiro temporal con pase a la reserva por llamamiento a calificar servicios.  
 
De igual manera, el artículo 103 señala que los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares sólo 
podrán ser retirados por llamamiento a calificar servicios, cuando hayan cumplido los requisitos 
para tener derecho a la asignación de retiro, en consecuencia, al demandante le era adaptable la 
citada norma, pues los requisitos para tener derecho a la asignación de retiro están contemplados 
en el artículo 163 del Decreto 1211 de 1990, que no exige requisitos adicionales más que los 
quince (15) años de servicio en el caso del llamamiento a Calificar Servicios dada su aplicación 
para Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares. 
 
En ese tenor, se debe tener en cuenta lo prescrito en el artículo 193 del Código General del 
Proceso, que da credibilidad a lo manifestado por el apoderado judicial de la parte demandante 
en los hechos de la demanda, toda vez que este artículo establece:  
 

“(…) Artículo 193.- La confesión por apoderado judicial valdrá cuando para hacerla haya 
recibido autorización de su poderdante, la cual se entiende otorgada para la demanda y 
las excepciones… (…)”  

 
Se tiene entonces que, en el presente caso, el apoderado de la parte demandante en el hecho 
PRIMERO manifestó: 
 

“(…) fue vinculado (…) el 13 de enero de 1994 (…) desvinculado de la institución el 16 de 
julio de 2019”  

 
De lo anterior se deduce que efectivamente el demandante cumplía con el tiempo establecido por 
el Decreto 1211 de 1990 en su artículo 163, que configura el derecho a la asignación de retiro, por 
tener más de quince (15) años de servicio y haber sido retirado por llamamiento a calificar 
servicios.  
 
La presunción de legalidad que cobija el acto administrativo demandado se evidencia de manera 
palpable, pues está ajustada su expedición a las normas vigentes que rigen el retiro de Oficiales 
de las Fuerzas Militares, en el entendido que dicha presunción se conoce como la consideración o 
la imaginación de creer es cierto un acto administrativo y que el mismo ha sido creado acorde con 
las normas jurídicas existentes que regulan su expedición, tanto en el plano material como formal.  
 
Este atributo del Acto Administrativo como presunción no está taxativamente regulada en el 
ordenamiento jurídico, pero en forma tácita está inmerso en normas que fijan la obligatoriedad 
de tales actos, siempre y cuando no los afecte la suspensión o anulación de la jurisdicción 
contenciosa administrativa. 
 
Por otra parte, frente al reconocimiento de los ascensos correspondientes, me permito 
manifestar que me opongo tajantemente a la prosperidad de tal petición, pues de acuerdo con la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, NO es procedente acceder al 
ascenso solicitado por el demandante, como quiera que éste supone una serie de presupuestos 
que sólo se cumplirían si el demandante se encontrara en servicio activo. 
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El Juez Contencioso Administrativo no puede decretar ascensos de Oficiales de la Fuerza Pública, 
por cuanto ellos no son espontáneos ni automáticos, sino que, junto con las condiciones 
establecidas en el artículo 51 del Decreto 1790 de 2000, son resultado de la reunión de los 
requisitos que se deben acreditar de conformidad con el artículo 52 del mismo decreto. 
 
Admitir una tesis diferente iría contra la Estructura Constitucional de las Fuerzas Armadas, cuyos 
Ascensos Oficiales se fundamentan en la satisfacción de los requisitos legales dentro del orden 
jerárquico establecido, de acuerdo con las vacantes existentes al escalafón de cargos, con sujeción 
al orden de precedencia que disponga el acto de clasificación mencionado por el Reglamento de 
Evaluación y Clasificación del personal de las FF.MM. 
 
El tema ha sido ampliamente reiterado por el Consejo de Estado en cuanto a la imposibilidad de 
ordenar ascensos por vía de sentencia de tutela o de nulidad y restablecimiento del derecho, y 
que la figura de reintegro sin solución de continuidad NO puede implicar ascensos retroactivos. 
 
La Constitución Política establece, en su artículo 217, que el régimen de carrera para el personal 
de la Fuerza Pública lo determinará la ley. Como desarrollo de esta disposición, se expide el 
Decreto Ley 1790 de 2000, que regula el tema del retiro en sus artículos 99 a 111. 
 
Frente a este punto, el Consejo de Estado se ha pronunciado en los siguientes términos. 
 
Expediente 18001-23-31-000-2002-00146-01. Referencia: 0707-2013. Actor: Héctor Hermógenes 
Guerrero Ortega. Dieciséis (16) de julio de 2014.  
 

“Sobre el particular; debe decirse que en atención a la tradición jurisprudencial de esta 
Corporación, la competencia para efectos de ordenar el ascenso de oficiales dentro de las 
filas de la Fuerza Pública constituye el ejercicio de una facultad discrecional reservada de 
manera exclusiva al Gobierno Nacional dentro de un trámite complejo en el que también, 
debe decirse, intervienen las juntas asesoras de cada fuerza a través de conceptos 
previos. 
 
En efecto, le corresponde al Presidente de la República o al Ministro de la Defensa, a éste 
último en los casos en que sea posible la delegación de funciones, seleccionar al personal 
de oficiales, para ascender, que además de cumplir con las condiciones generales y 
especiales exigidas por el legislador, acrediten, para el caso de Brigadieres Generales el 
título de Oficial de Estado Mayor y el Curso de Altos Estudios Militares y de igual forma, 
para el grado de Coronel el diploma del Estado Mayor o título de postgrado en su 
especialidad.  
( . . . ) 
 
Bajo estos supuestos, debe concluirse que no le está dado a esta jurisdicción ordenar el 
ascenso de oficiales de la Fuerza Pública a grados superiores, respecto al que ostenten, 
dado que como quedó visto dicha competencia está radicada constitucional y 
legalmente en el Gobierno Nacional, quien en atención a las necesidades del servicio y 
los perfiles de los miembros de la Fuerza Pública dispondrá su ascenso, previo el 
cumplimiento de los requisitos expresamente indicados en los artículos 66 y 67 del 
Decreto 1790 de 2000." (Negrilla fuera de texto). 

 
Expediente 2006-00114. Actor: Oscar Augusto Sotomayor Uribe, Once (11) de agosto de 2011: 
 

“Precisa la Sala, que el demandante solicita a título de restablecimiento, el reintegro al 
Ejército Nacional en el grado y cargo que venía desempeñando, “o a otro de igual o 
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superior categoría, ordenando si es el caso, el ascenso de mi poderdante al grado de 
MAYOR, toda vez que, al momento de decretar el reintegro del oficial ese Honorable 
Despacho, sus compañeros de promoción ostentan ya el grado de mayor… 
 
Al respecto, es del caso traer a colación lo dispuesto en los artículos 48, 49 y 50 del 
Decreto 1211 de 1990, "Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal, de 
Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional”, los cuales 
estipulan: 
 
ARTICULO 48. CONDICIONES DE LOS ASCENSOS. Los ascensos se confieren a los Oficiales y 
Suboficiales de las Fuerzas Militares en actividad que satisfagan los requisitos legales, 
dentro del orden jerárquico, de acuerdo con las vacantes existentes conforme al Decreto 
de Planta respectivo, al escalafón de cargos y con sujeción a las precedencias resultantes 
de la clasificación en la forma establecida en el reglamento de Evaluación y Clasificación 
para el personal de las Fuerzas Militares. 
 
ARTICULO 49. REQUISITOS COMUNES PARA EL ASCENSO. Para ingresar y ascender en las 
Fuerzas Militares se requiere acreditar condiciones morales, intelectuales y sicofísicas, 
como requisitos comunes a todos los Oficiales y Suboficiales y además, cumplir las 
condiciones específicas que este Estatuto determina. 
 
ARTICULO 50. REQUISITOS MINIMOS PARA EL ASCENSO DE OFICIALES. Los Oficiales de las 
Fuerzas Militares podrán ascender en la jerarquía al grado inmediatamente superior, 
cuando cumplan los siguientes requisitos mínimos:  
 

a. Tener el tiempo mínimo de servicio efectivo establecido para cada grado en el 
presente Estatuto. 

b. Adelantar y aprobar los cursos de ascenso reglamentarios.  
c. Acreditar aptitud sicofísica de acuerdo con el Reglamento vigente.  
d. Acreditar los tiempos mínimos de mando de tropa, embarco o vuelo, para los 

grados de Subteniente, Teniente y Capitán y sus equivalentes en la Armada 
Nacional, como se estipula en el presente Decreto.  

e. Concepto favorable de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa. 
f. Tener la clasificación para ascenso de acuerdo con el Reglamento de Evaluación 

y Clasificación. 
 
De las normas trascritas queda claro que los miembros de las Fuerzas Militares deben 
cumplir unas condiciones para que les sea concedido el ascenso al grado inmediatamente 
superior, pero además deben existir las respectivas vacantes. 
 
Igualmente debe el interesado acreditar requisitos que sólo podrá cumplir estando en 
servicio activo, por lo que no es posible que la orden se dé para un ascenso automático 
con el simple transcurso del tiempo. Tampoco puede presumirse que por estar 
adelantando curso de ascenso al grado de Mayor al momento de ser retirado del servicio, 
ello implicaba que iba a ser ascendido. 
 
Es decir que la decisión de reintegrar al actor al grado que ostentaba al momento del 
retiro, no fue caprichosa ni inmotivada sino que corresponde al respeto y acatamiento de 
las normas de carrera y ascenso militar, que señalan que los ascensos dentro de la 
oficialidad no son automáticos sino que corresponden a las necesidades del servido, a 
la existencia de plazas de servicio que permita conservar la estructura jerárquica 
piramidal existente y a otro tipo de circunstancias que no pueden ser soslayadas. 
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Además la no solución de continuidad implica efectos dinerarios y de respeto de 
tiempos de servicio, pero no puede convertirse en una formar de pretermitir etapas y 
procesos de escalonamiento y ascenso, pues no tendría ningún sentido lógico ni jurídico, 
que sin haber desempeñado el grado de Mayor, al actor se le reintegre como Teniente 
Coronel; más aún cuando éste alega a su favor el derecho a la igualdad, y dicha orden 
sería desigualitaria frente a aquellos que han tenido que someterse al régimen normal 
para ascender.” (Negrillas fuera de texto). 

 
Expediente 25000-23-25-000-2009-00293-01. Referencia: 1538-2012. Actor: Héctor Jaime Fandiño 
Rincón. Catorce (14) de enero de 2013.  
 

“Por mandato Constitucional en los ascensos de Oficiales Generales de la Fuerza Pública 
hasta el más Alto Grado intervienen el Presidente de la República quien los confiere y el 
Senado de la República que decide sobre su aprobación. 
 
En desarrollo de este postulado constitucional y en ejercicio de las facultades 
extraordinarias concedidas por la Ley 578 de 2000, el Ministerio de Defensa Nacional 
expidió el Decreto 1790 de 2000, por medio del cual se modificaron las normas de Carrera 
de Personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares. 
 
(…)  
 
Lo anterior lleva a concluir que, el ascenso en el nivel de Oficiales Generales del Ejército, 
al cual pertenece el grado de Brigadier General que ostentaba el demandante al 
momento de su retiro por llamamiento a calificar servicios, no es automático, requiere el 
cumplimiento y acreditación de un cúmulo de requisitos generales y especiales, implica un 
procedimiento que no depende exclusivamente del Presidente de la República, en el cual 
intervienen distintas Ramas del Poder Público y comporta un cierto grado de 
discrecionalidad Administrativa y Política, toda vez que el Gobierno Nacional tiene la 
potestad de escoger “libremente" entre los aspirantes que reúnan los requisitos y el 
Senado de la República está en la facultad de aprobar o desaprobar el ascenso.  
 
(...) 
 
El Consejo de Estado de tiempo atrás ha entendido que la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo no puede invadir una órbita ajena a su competencia para ordenar el 
ascenso de los miembros de la Fuerza Pública que están abonados en los Grados 
Superiores, pues ello es facultativo del Gobierno Nacional con aprobación del Senado.”  

 
Por otra parte, el alto Tribunal en materia contencioso administrativa ha decantado el tema, 
manifestando que no es posible decretar ascensos de forma retroactiva, pues no es el juez el 
llamado a decidir si el personal cumple o no con las condiciones que le permitirían acceder a los 
ascensos dentro de la Fuerza y que, en todo caso, debió cumplir estando en servicio activo y que 
no se pueden suplir o cumplir con el “simple paso del tiempo” porque esto conllevaría una 
desigualdad con respecto al personal que ha ascendido estando en servicio activo y cumpliendo 
con los requisitos de ley y de carrera que exige la norma. 
 
Adicionalmente sea preciso ilustrar al Despacho que, por disposición reglamentaria, el personal 
que se retira temporalmente del servicio, en este caso con pase a la reserva, sigue laborando por 
tres (3) meses más, tal como lo contempla el artículo 164 del Decreto Ley 1211 de 1990, vigente 
hasta nuestros días en lo relativo al régimen salarial y prestacional. 
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Por lo anterior, solicito respetuosamente disponer en sentencia de instancia, que no le asiste 
razón a la parte demandante en sus pretensiones y de contera negarle las mismas, pues de la 
nulidad del acto administrativo demandado se desprenden las demás pretensiones de la 
demanda.  

 
 

DEL LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS 
 
El llamamiento a calificar servicios es una causal de retiro de los oficiales y suboficiales de las 
Fuerzas Militares contemplada en la Ley, de conformidad con el Decreto 1790 del 2000: 
 

“Artículo 99 RETIRO.- Retiro de las Fuerzas Militares es la situación en la que los Oficiales 
y Suboficiales, sin perder su grado militar, por disposición de autoridad competente, cesan 
en la obligación de prestar servicios en actividad. El retiro de los Oficiales en los grados 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coronel o Capitán de Navío se hará por Decreto del 
Gobierno; (...) 

 
Los retiros de Oficiales deberán someterse al concepto previo de la Junta Asesora del 
Ministerio de Defensa para las Fuerzas Militares, excepto cuando se trate de Oficiales de 
Insignia. (Subrayado fuera de texto) 
 
Artículo 100 CAUSALES DE RETIRO. - El retiro del servicio activo para el personal de 
Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares se clasifica, según su forma y causales, 
como se indica a continuación: 

 
(..) 3. Por llamamiento a calificar servicios. 

 
Artículo 103. RETIRO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS.- Los Oficiales y los 
Suboficiales de las Fuerzas Militares sólo podrán ser retirados por llamamiento a calificar 
servicios, después de haber cumplido quince (15) años o más de servicio, salvo lo 
dispuesto en el artículo 117 de este Decreto. 
(...) 

  
El RETIRO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS, es una decisión que si bien conduce al 
cese de las funciones del Oficial o Suboficial en servicio activo que es llamado a terminar sus 
actividades, éste hecho no constituye ni sanción, ni castigo, ni despido, ni exclusión difamante o 
deshonrosa, sino es una figura que se convierte en un valioso instrumento de la Administración 
Pública para relevar jerárquicamente a sus miembros (caso de las Fuerzas Militares) en el evento 
de requerirse. 
 
Al respecto, el Honorable Consejo de Estado ha manifestado en Sentencia de 7 de abril de 2016, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda Subsección B Consejero ponente: 
Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 11001-03-15-000-2016-00387-00(AC):  
 

“Además, esta Corporación ha indicado* que el retiro por llamamiento a calificar servicios 
no comporta una sanción o trato degradante, pues es un instrumento que facilita que los 
oficiales y suboficiales de las fuerzas militares y de policía disfruten de la asignación de 
retiro sin necesidad de que continúen en el ejercicio de las actividades castrenses.  
(…) 
 
Finalmente, la Corte recogió su posición en la sentencia SU-091 de 2016, en la que precisó 
que el llamamiento a calificar servicios es una manera normal de retiro del servicio activo 
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dentro de la carrera militar y de la Policía Nacional que procede cuando se cumple un 
determinado tiempo de servicios y se tiene derecho a la asignación de retiro. La Corte 
precisó que esta figura debe distinguirse del retiro discrecional (en las Fuerzas Militares) y 
del retiro por voluntad del Gobierno Nacional o del Director General (en la Policía 
Nacional), esta última en ejercicio de la facultad discrecional prevista en los artículos 1º 
de la Ley 857 de 2003 y 55, numeral 6 del decreto ley 1791 de 2000, disposiciones 
conforme a las cuales el retiro requiere la expedición de un acto administrativo, previa 
recomendación realizada mediante Acta de la Junta de Evaluación correspondiente. 
 
En ese contexto, la Corte precisó que la motivación del llamamiento a calificar servicios 
está contenida en la Ley que establece las condiciones para que el mismo se produzca, 
por lo que no es necesaria una motivación adicional del acto.” 
 
*(Consejo de Estado, sección segunda, subsección “A”, M.P. Alfonso Vargas Rincón, 
sentencia de 18 de mayo de 2011, radicación: 54001-23-31-000-2001-00054-01(1065-
10), actor: Edisson Rojas Suarez.) 
 

La medida de Llamamiento a Calificar Servicios adoptada se justificó y fundamentó en la 
normatividad que para tal efecto establece el Decreto 1790 de 2000, la cual fue aplicada de 
manera puntual tanto en su trámite como en su forma.  
 
El derecho al debido proceso fue garantizado en su integridad al demandante ya que su 
llamamiento se rigió por los preceptos de los artículos 99, 100 y 103 del Decreto 1790 de 2000 en 
cuanto a su trámite y forma de aplicarlo. 
 
Esta decisión obedece a la potestad del Estado y de sus agentes de administrar. 
 
Con base en esta facultad la Administración ejerce sus actos basado en las premisas legales que 
tiene a su alcance. 
 
La Sección Segunda, mediante sentencia del 14 de junio de 2007, expediente 6961-05, y cuya 
magistrada ponente fue la doctora Ana Margarita Olaya, dispuso:  
 

“Ha sido criterio de la Corporación que la idoneidad para el ejercicio de un cargo y el 
buen desempeño de las funciones, no otorgan por sí solos a su titular prerrogativa de 
permanencia en el mismo. Lo normal es el cumplimiento del deber por parte del 
funcionario; pero pueden darse otras circunstancias que a juicio del nominador no 
constituyan plena garantía de la eficiente prestación del servicio y que no está obligado a 
explicitar en el acto por medio del cual, haciendo uso de una facultad legal, lo retira del 
servicio. De ahí que quien pretenda desvirtuar la presunción de legalidad del acto 
administrativo que contiene una decisión de esa naturaleza, esté obligado a probar la 
existencia de móviles distintos al buen servicio para su expedición, lo cual en el presente 
caso no se probó (…) Tal voluntad, dentro de las condiciones legales anotadas, es una 
facultad que no requiere explicar los propósitos que animan el acto que la materializa, en 
lo cual guarda analogía con la relativa a la insubsistencia de empleados públicos de libre 
nombramiento y remoción en donde también se encuentra la expresión de voluntad del 
nominador, lógicamente en aras del buen servicio. El ‘llamamiento a calificar servicios’ es 
una situación que, de acuerdo con el marco normativo que antecede, corresponde al 
ejercicio de una facultad discrecional y, por tanto, el acto que así lo disponga lleva 
implícita la presunción de legalidad…” (Consejo de Estado, 2007). (Negrillas fuera de 
texto original) 
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Para el caso puntual que se examina, el Gobierno Nacional, por intermedio del Ministro de 
Defensa, ejerció un poder o competencia,  cuando de manera libre tomó la decisión de llamar a 
calificar servicios al actor, procedimiento que le permite reestructurar el poder jerárquico de 
mando y conducción de la Fuerza Pública, disponer de atribuciones jurídicas suficientes para 
sustituir a los mandos, con celeridad, cuando así las necesidades y conveniencias lo recomienden, 
atendiendo la normatividad vigente, es decir el artículo 103 del Decreto 1790 de 2000. 
 
Adicionalmente para este tipo de casos del llamamiento a calificar servicios, la motivación está 
contenida en la ley que establece las condiciones para que el mismo se produzca, por lo que no es 
necesaria una motivación adicional del acto, es decir, sólo es necesario que la persona a la que se 
le llama a calificar servicios haya reunido los requisitos establecidos para tener derecho a la 
asignación de retiro. 
 
Al respecto ha dicho el Consejo de Estado: 
 

“Por otra parte, se observa que las autoridades también incurrieron en defecto sustantivo 
al afirmar que los actos administrativos de retiro por llamamiento a calificar servicios 
deben motivarse, pues ello no está dispuesto en los artículos 1º y 3º de la Ley 857 de 2003 
como una condición para desvincular bajo esa causal a los oficiales de la Policía Nacional, 
pues dichas normas solo exigen cumplir los requisitos para acceder a la asignación de 
retiro y un concepto previo de la junta asesora del Ministerio de Defensa para la Policía 
Nacional, supuestos que se satisfacen en el caso concreto, dado que el señor contaba con 
más de quince (15) años de servicios, ya que ingreso a la Institución el 24 de enero de 
1991 y fue retirado el 4 de abril de 2011 (20 años, 1 mes y 10 días de servicio), y la 
mencionada junta recomendó su desvinculación a través de acta del 18 de febrero del 
mismo año. 
 
Con tal interpretación, el Tribunal y el Juzgado accionados desconocieron el debido 
proceso del Ministerio de Defensa Nacional, pues realizaron una interpretación poco 
plausible de las normas que regulan el retiro por llamamiento a calificar servicios, al 
disponer requisitos adicionales no previstos en la normativa aplicable al caso.” 

 
Sentencia de 7 de abril de 2016, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda 
Subsección B Consejero ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 11001-03-15-
000-2016-00387-00(AC) 
 
El acto administrativo con el que se decidió retirar el servicio activo al demandante se generó por 
parte de la Administración con el lleno de los requisitos, situación que además hace que el acto 
sea perfectamente legítimo y desprovisto de características que lo pudieran viciar. 
 
Para hacer claridad en el alcance de esta figura, se trae a colación la siguiente sentencia de la 
Corte Constitucional la cual, de manera clara, explica la potestad de la figura y la necesidad de no 
fundamentarla cuando se aplica, dadas sus particulares características. 

 
Sentencia No. C-072/96 
 
(...) La norma enjuiciada no consagra en efecto la forzosa consecuencia del retiro por el 
sólo hecho de cumplir cierto número de años al servicio de la Institución y, por otra parte, 
debe precisarse el alcance de lo que se entiende por "calificar servicios", acepción que 
implica el ejercicio de una facultad discrecional que, si bien conduce al cese de las 
funciones del oficial o suboficial en el servicio activo, no significa sanción, despido ni 
exclusión infamante o deshonrosa, (…) Tal atribución hace parte de las inherentes al 
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ejercicio del poder jerárquico de mando y conducción de la fuerza pública, cuyas 
autoridades deben disponer de poderes suficientes para sustituir, en la medida de las 
necesidades y conveniencias, con agilidad y efectividad, al personal superior y medio de 
las jerarquías militares y de policía, con base en apreciaciones y evaluaciones de 
naturaleza institucional y según el cometido que les es propio (Negrilla fuera de texto). 
 
Para la Corte es claro que lo consagrado en el artículo no es una norma en contra del 
oficial o suboficial en su condición de trabajador sino una limitante a la libre disposición 
superior, en favor del subalterno, a quien se otorga la certidumbre de que el Gobierno o la 
Policía no pueden hacer uso de la facultad de llamar a calificar los servicios de sus 
oficiales y suboficiales sino después de transcurridos quince años de servicios. 
 
Así, declarar la inexequibilidad total del precepto, como lo pretende el accionante, llevaría 
a la conclusión de que el llamamiento a calificar servicios está proscrito por la 
Constitución Política, lo que no resulta acertado por cuanto es una modalidad válida de 
culminar la carrera oficial en los cuerpos armados que en nada contradice los preceptos 
superiores, al paso que si se optara por la declaración de inexequibilidad de la condición 
introducida por la norma acusada a la facultad de la institución nominadora -la exigencia 
de que hayan transcurrido quince años de servicio- se plasmaría una discrecionalidad 
absoluta que acabaría con el derecho del oficial o suboficial a una estabilidad mínima en 
el desempeño de su función y, por tanto, conduciría a la eliminación de una garantía, 
plasmada en favor de quienes integran el contingente humano de la Policía Nacional, que 
tampoco vulnera precepto alguno de la Carta Política. 

 
En conclusión, los actos de naturaleza reglada o discrecional constituyen el ejercicio de 
una potestad previa atribuida por el ordenamiento jurídico; por tanto, la potestad 
discrecional no es una potestad extralegal, sino legal y por ende cuando se aplica se 
presume de legalidad.” 

 
La Administración empleó la facultad que le dio el artículo 103 del Decreto 1790 de 2000, 
respetando el espíritu de la norma y por ende decidiendo retirar del servicio activo a un señor 
Oficial, situación que día a día se vive en una Institución de índole jerárquica y piramidal como lo 
son las Fuerzas Militares. 
 
Adicionalmente, y siendo el llamamiento a calificar servicios una decisión que no requiere 
motivación alguna, salvo el cumplimiento de los requisitos establecidos; que la persona haya 
cumplido quince (15) años de servicio y el concepto previo de la Junta Asesora del Ministerio de 
Defensa Nacional para las Fuerzas Militares, se tiene que la decisión ahora controvertida es legal. 
 
No obstante, el Acto Administrativo ha sido debidamente motivado, tal como se ha dejado claro a 
lo largo de este escrito y adicionalmente se profirió en cumplimiento y estricta observancia de las 
leyes que para el efecto se han creado, con el fin de permitir a la Institución Castrense, darse su 
propio régimen y establecer sus propios lineamientos para el cabal desarrollo de su misión 
constitucional. 
 
Es pertinente anotar que el apoderado de la parte demandante argumenta en la demanda, las 
causales de nulidad de los actos administrativos que contempla el ordenamiento vigente en 
materia de lo contencioso administrativo (Ley 1437 de 2011), consagradas en su artículo 137: 
desviación y abuso de poder y falsa motivación, por lo que es claro su señoría que en el caso que 
nos ocupa es carga del demandante cumplir con el deber de probar que el acto administrativo ha 
sido proferido de manera ilegal, con falsa motivación o desviación de poder, lo cual debe ir acorde 
con el precedente jurisprudencial que en materia de retiros por llamamiento a calificar servicios 
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estableció la Sentencia de Unificación 091 de 2016, MP, Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, cuando 
manifiesta que: “quien considere haber sido víctima de un uso fraudulento de la figura de 
llamamiento a calificar servicios, podrá presentar los recursos pertinentes  ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, y tendrá a su carga la demostración probatoria del uso de la 
herramienta para propósitos discriminatorios o fraudulentos.  De esta manera, no le 
corresponderá a la Fuerza Pública la carga probatoria sobre la motivación del acto de llamamiento 
a calificar servicios, que se presume responde a la exigencia legal, pero en todo caso, deberá 
responder a los alegatos que sobre uso fraudulento se presenten.” Negrillas propias.  
 
Si en las Fuerzas Militares se tuviera que apelar a no poder retirar a nadie del servicio activo se 
tendría que estas instituciones no podrían cumplir con las jerarquías que las caracterizan; éste 
tránsito a una pirámide jerárquica de por si conlleva, de manera implícita, que los miembros de 
las mismas se deben retirar en la medida en que se acercan a la cúspide, llegando solo algunos a 
ciertos grados. 
 
Es reiterada la jurisprudencia en el sentido de que en los actos expedidos en ejercicio de la 
facultad discrecional además de la presunción de legalidad que cobija a todo acto administrativo, 
ésta se presume ejercida en aras del buen servicio, presunción según la cual quien afirme 
desviación de poder, es decir, que el acto se inspiró en razones ajenas o distintas al espíritu del 
legislador en la atribución de tal competencia, debe expresar, concretar o especificar cuáles 
fueron los verdaderos motivos que considera tuvo la administración para expedir el acto 
enjuiciado y corre con la carga de su prueba. 
 
De conformidad con la Honorable Corte Constitucional (C-456/98) 
 

“El vicio de la desviación de poder en la expedición de un acto administrativo se presenta, 
cuando un órgano del Estado, actuando en ejercicio y dentro de los límites de su 
competencia, cumpliendo las formalidades de procedimiento y sin incurrir en violación de 
la ley, utiliza sus poderes o atribuciones con el propósito de buscar una finalidad contraria 
a los intereses públicos o sociales, en general, o los específicos y concretos, que el 
legislador buscó satisfacer al otorgar la respectiva competencia. 

 
El referido vicio, en concepto de Eduardo García de Enterría1, no sólo se presenta cuando 
se persigue un fin privado del titular de la competencia, sino en el evento en que 
“abstracción hecha de la conducta del agente, es posible constatar la existencia de una 
divergencia entre los fines realmente perseguidos y los que, según la norma aplicable 
deberían orientar la decisión administrativa”. 

 
Es de observar, que las técnicas de control de legalidad que aplica la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo han sido elaboradas bajo la idea de asegurar un control 
integral y efectivo a la actividad de la administración, sea esta discrecional o reglada, si se 
repara que ésta se desarrolla mediante el ejercicio de privilegios o prerrogativas propios 
del sistema administrativo que implican que ella pueda acudir a la autotutela, es decir, 
tanto a la imposición unilateral de obligaciones a los administrados (privilegio de la 
decisión previa),  como al cumplimiento forzado de éstas (privilegio de la acción de oficio), 
sin intervención judicial. De este modo la rigurosidad del referido control es precisamente 
la contraprestación que la administración debe pagar por el ejercicio de dichas 
prerrogativas y su sometimiento a la legalidad.      

 

 
1 Curso de Derecho Administrativo. Editorial Civitas S.A., Madrid, 1986, pág. 443. 
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Las referidas técnicas2, han estado dirigidas a controlar la regularidad formal del acto, 
esto es, a verificar que ha sido expedido por una autoridad competente y según las 
formas prescritas. Ello corresponde a dos aspectos sobre los cuales recae el control. La 
incompetencia y el vicio de forma3. Pero igualmente aquéllas se han orientado a 
comprobar la regularidad material del acto, o sea la adecuación de su contenido o 
materia al derecho, bien desde el punto de vista objetivo, atendiendo a su contenido 
sustancial e independientemente de las intenciones de quien lo produjo, o desde la 
perspectiva subjetiva, atendiendo la finalidad que su autor buscó con su expedición y si 
ésta se adecuó o no a la que el legislador tuvo en cuenta al asignar la respectiva 
competencia.  

 
El control material del acto, comprende entonces, no sólo la conformidad de éste con la ley 
(violación de la ley), la inexactitud de los motivos (falsa motivación), sino la legitimidad de su 
finalidad (desviación de poder), situaciones que no están probadas por el apoderado de la parte 
actora. 
 
En el caso específico, la competencia en la expedición del acto administrativo demandado, a 
través del cual se retiró del servicio activo por “llamamiento a calificar servicios” al señor Mayor 
ROBERT EDUARDO MESA ARDILA, se encuentra en cabeza del Gobierno (artículo 90 del Decreto 
1790 del 2000) es decir el señor PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y EL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA 
NACIONAL, autoridades a las cuales no se les puede endilgar desviación de poder o falsa 
motivación en la expedición del acto. 
 
El Presidente de la República como Comandante y Jefe Supremo de las Fuerzas Militares y como 
representante del poder civil goza de la facultad de remover a los oficiales y suboficiales por 
razones del buen servicio que le competen evaluarlas solamente al mismo. 
 
Para garantizar el cabal cumplimiento de las tareas institucionales y de la misión constitucional y 
legal que no es más que la defensa de la Soberanía, la Independencia, la Integridad del Territorio 
Nacional y del Orden Constitucional, tanto el señor Presidente de la República, como los altos 
mandos se deben rodear de personas de su entera confianza.  
 
Así lo ha manifestado la H. Corte Constitucional al establecer: 
 

“Subraya la Corte que la discrecionalidad del Presidente para adoptar las decisiones 
relativas al ascenso de oficiales y la concesión de grados a los miembros de la Fuerza 
Pública (art. 189-19, C.P.) obedece a varias razones, dentro de las cuales se destacan (i) el 
ámbito material dentro del cual se inscribe dicha potestad, v.gr. el orden público, un 
asunto cuya dirección ha sido atribuida expresamente al Presidente de la República; (ii) la 
trascendencia de dicha decisión en la medida en que los oficiales se encuentran en la 
línea de mando para la ejecución de las órdenes que el Presidente, como cabeza del poder 
civil, imparta; (iii) la especialísima relación de confianza que se deriva de lo dicho 
anteriormente; (iv) el sometimiento del ejercicio de esta facultad discrecional a un control 
político específico, consistente en la aprobación del Senado (artículo 173, C.P.). 
(…) 

  
Tal y como lo observaron los falladores de instancia en el proceso de tutela, así como los 
jueces que conocieron de los incidentes de desacato promovidos por el peticionario, en 
esta parte resolutiva no se ordenó el ascenso del Coronel Rincón. Mal podría hacerlo un 

 
2 Derecho Administrativo, Georges Vedel, Biblioteca Jurídica Aguilar, 1980, pág. 486.  
3 Se advierte que en la sentencia C-546/93 M.P. Carlos Gaviria Díaz se consideró para los efectos del control constitucional 
que el vicio de incompetencia en la expedición de un acto es un aspecto sustancial o material y no formal.  
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juez contencioso administrativo dentro de un proceso de nulidad y restablecimiento del 
derecho, ya que como arriba se ha explicado, el ascenso a los altos mandos del estamento 
militar es una potestad discrecional del Presidente de la República, y no se puede ordenar 
por vía judicial que se lleve a cabo dicho ascenso puesto que ello reñiría con la estructura 
constitucional misma de la Fuerza Pública, sometida jerárquicamente a la dirección del 
Jefe de Estado, como representante del poder civil democráticamente elegido. 
(…) 

  
En efecto, el nivel de discrecionalidad con el que cuenta la autoridad será mayor o menor 
dependiendo del detalle con el cual el Legislador haya regulado la materia – es decir, el 
ejercicio de la facultad discrecional estará más o menos reglado en términos legales, 
dependiendo de la mayor o menor amplitud del campo reservado para ese fin por el 
Legislador a través de los requisitos establecidos en las normas aplicables. En materia de 
ascensos militares dicha discrecionalidad alcanza una gran amplitud, puesto que no está 
sometida a restricciones materiales de orden legal sino que, por el contrario, obedece al 
ejercicio de una facultad que la ley califica de libre y que la Constitución confía al Jefe de 
Estado, con el control político de aprobación ejercido por el Senado. Las normas legales 
regulan procedimientos y condiciones previas al ejercicio libre de la facultad presidencial. 
Por lo tanto, una vez cumplidos tales procedimientos y reunidas las condiciones de ley, el 
Presidente de la República decide libremente quién ha de ascender y quién no. (T-1140 de 
2004 Manuel José Cepeda Espinosa) (Subrayas fuera del original)  
 
De acuerdo con la jurisprudencia transcrita, esta Corporación concluye y reitera que la 
libre escogencia de los altos cargos en la escala militar es una manifestación de la 
potestad discrecional del Presidente de la República en ejercicio de la autoridad que le 
reporta el cargo de comandante supremo de las fuerzas armadas y en de desarrollo de 
sus funciones de dirección de la fuerza pública (Art. 189-3 C.P). 

  
No obstante, como se advierte, dicha conclusión se predica de la escogencia de los más 
altos grados de la escala militar por parte del Gobierno Nacional, pues, como lo ha 
dicho la propia Corte, en esos casos la Constitución Política tiene en cuenta  la 
conservación del orden público -asunto cuya dirección ha sido atribuida directamente al 
Presidente de la República-, la trascendencia de las funciones asignadas a los oficiales 
que están en las líneas superiores de mando,  la “especialísima” relación de confianza 
que debe existir entre Gobierno y los encargados de dirigir las tropas en defensa de la 
integridad de la Nación y el sometimiento del ejercicio de esa potestad discrecional al 
control político del Senado de la República (Art. 173 C.P.).”4 

 
Desde este punto de vista, el Ministro de Defensa Nacional tiene la potestad de elegir cuales 
militares continúan o no en la Institución, de conformidad con sus políticas para el manejo del 
orden público y la garantía del cumplimiento de las funciones otorgadas a las Fuerzas Militares 
por la Carta Política. 
 
La Constitución Política de Colombia en su artículo 217 aclara que el régimen de carrera para el 
personal de la Fuerza Pública, lo determinará la ley y actualmente se encuentra contenida en el 
Decreto Ley 1790 de 2000.  
 
Esta decisión no es producto de una sanción disciplinaria, penal o de cualquier otra índole, sino 
una facultad que está consagrada en el Decreto Ley 1790 de 2000, que regula las normas de 

 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-818 del 9 de agosto del 2005. M.P. Marco Gerardo Monroy. 
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carrera del personal militar, la cual obedece a la necesidad de la renovación de los cuadros de 
mando de la Institución.  
 
Adicionalmente se debe tener en cuenta que el concepto de buen servicio no se ciñe sólo a las 
calidades militares del servidor, sino que comporta circunstancias de conveniencia, oportunidad, 
disponibilidad presupuestal y planta de personal, que corresponde sopesar al nominador. Resulta 
necesario  precisar  que para retirar del servicio activo al personal uniformado de las Fuerzas 
Militares, por llamamiento a calificar servicios, no exige la disposición legal donde se realice un 
juzgamiento de la conducta del servidor público, pues lo que se persigue con el llamamiento a 
calificar servicios en ningún momento la penalización de faltas de ninguna índole sino la necesaria 
renovación de los cuadros de mando de la Fuerza Pública, para lo cual se observan todas las 
garantías procesales y sustanciales de los oficiales que son objeto de esta medida, a diferencia del 
retiro por voluntad del Gobierno en ejercicio de la facultad discrecional. 
 
Las circunstancias de idoneidad y buen desempeño durante su permanencia en la Institución no 
generan por sí solas fuero alguno de estabilidad, ni pueden limitar la potestad de remoción que 
la ley le ha conferido a los nominadores, pues si se llegara a aplicar ese razonamiento, se 
impediría la renovación de los cuadros de mando de la Fuerza Pública y la estabilidad y 
continuidad de su misión institucional. (Sentencia SU-217/2016) 
 
A este respecto la Corte Constitucional ha reiterado en cuanto a los regímenes especiales de 
creación legal, garantiza su constitucionalidad en tanto : “…respeten el principio general, esto es 
que establezcan procedimientos de selección y acceso basados en el mérito personal, las 
competencias y calificaciones específicas de quienes aspiren a vincularse a dichas entidades, 
garanticen la estabilidad de sus servidores, determinen de conformidad con la Constitución y la ley 
las causales de retiro y contribuyan a la realización de los principios y mandatos de la Carta y de 
los derechos fundamentales de las personas, (…) esto es para satisfacer, desde la órbita de su 
competencia, el interés general (…) las fuerzas militares tendrán  como finalidad primordial la 
defensa de la soberanía (…)…”. 
 
Con base en la Constitución, se dispuso un régimen especial de carrera para las Fuerzas Militares, 
con fundamento en este régimen han sido expedidas por el Legislador Ordinario y Extraordinario 
un sinnúmero de disposiciones legales tendientes a regular el ingreso, así como el retiro de los 
servidores  públicos que hacen parte de la Institución Armada, todo dentro del marco 
constitucional otorgado, teniendo en cuenta la naturaleza de cuerpos armados permanentes y sus 
finalidades constitucionales las cuales se encuentran directamente relacionadas con la seguridad 
del Estado y con la seguridad ciudadana. 
 
En cuanto a la idoneidad y excelente desempeño de las funciones que alega el demandante en su 
demanda como cortapisa o impedimento para que la entidad no lo hubiere llamado a calificar 
servicios, de conformidad con la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado estas 
circunstancias por sí mismas, NO generan fuero de estabilidad.  
 
En sentencia del Consejo de Estado – Sección Segunda. 19 de junio de 2008. Expediente 2002-
08286-01 (6349-2005) C.P. Jaime Moreno, manifestó: 
 

“Tratándose de decisiones discrecionales como la acusada, circunstancias como las 
anteriormente anotadas no generan por si solas fuero alguno de estabilidad ni pueden 
limitar la potestad discrecional que el ordenamiento le concede al nominador, pues ha 
sido criterio de la Corporación que la idoneidad para el ejercicio de un cargo y el buen 
desempeño de las funciones, no otorgan por sí solos a su titular prerrogativa de 
permanencia en el mismo, pues lo normal es el cumplimiento del deber por parte del 
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funcionario. Diversas razones en procura del cumplimiento de metas institucionales 
pueden llevar al nominador a ejercer la facultad de libre remoción y al plenario no se 
adujo, menos incorporó prueba alguna con la cual se demuestre que fueron razones 
distintas al buen servicio público las que en esta oportunidad llevaron al nominador a 
ejercer la facultad discrecional. (Subrayado fuera de texto). 

 
Ahora bien, en relación con la cita jurisprudencial que hace la parte actora, por medio de 
la cual se anula un acto de retiro por considerar que la prestación del servicio fue 
excelente, se anota que ella pertenece a un caso particular y concreto que en nada 
concierne al presente. 

 
Por todo lo anterior, se concluye que no se logró desvirtuar la presunción de legalidad que 
ampara al acto acusado y por tanto, se impone la confirmación de la sentencia apelada.” 

 
Por lo anterior, igualmente la idoneidad y buen desempeño del actor no le otorga derecho a la 
estabilidad militar ni a ascender dentro de la jerarquía castrense como lo manifiesta en la 
demanda. 
 
Por último y respecto a la permanencia en la Institución, ha sido tratado por las Altas Cortes, y en 
forma unánime han determinado que no existen cargos absolutos y perpetuos. Lo anterior 
significa, que el retiro del Señor Oficial fue un suceso de común ocurrencia en la vida militar.  
  
 

CASO CONCRETO 
 
No existen pruebas que demuestren de forma fehaciente por parte del apoderado de la parte 
actora que el acto administrativo demandado fue proferido de forma ilegal, con falsa motivación 
o desviación de poder, cuando es evidente que el trámite que se llevó a cabo por parte de la 
Institución Castrense ha sido ajustado a derecho, de manera tal que para todos los efectos legales 
se procedió conforme la norma, como se evidencia en el acervo probatorio arrimado al proceso.  
 
Frente a este tema, la Sala Plena de la Corte Constitucional se ha manifestado, en Sentencia de 
Unificación 217 de 28 de abril de 2016, indicando que: “(i) el llamamiento a calificar servicios no 
requiere de una motivación expresa porque contienen una motivación derivada de la ley 
constituida por los dos requisitos materiales de tiempo servido y de la existencia de una 
recomendación previa de la Junta de Asesores del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía 
Nacional; (ii) el buen desempeño del cargo no se traduce en una estabilidad laboral absoluta que 
limite las competencias legales de la Fuerza Pública para acudir a dicha figura de retiro; y (iii) los 
actos administrativos que se deriven del llamamiento pueden ser objeto de control judicial pero, 
en estos casos, los demandantes tienen la carga probatoria de demostrar que los mismos son 
producto de una acción discriminatoria o fraudulenta.” Subrayado y negrilla propios.  
 
De esta manera su Señoría, es claro que es deber de la parte demandante, allegar al proceso 
aquellas pruebas que demuestren que el acto administrativo demandado ha sido proferido con 
falsa motivación o abuso de poder, a efectos de declarar su nulidad, lo cual no ha sucedido en el 
presente caso, toda vez que el actor no ha demostrado causales de nulidad que deriven en una 
ilegalidad del acto, únicamente se ha dedicado a demostrar que era un buen oficial, lo cual es 
obligación de todos los funcionarios públicos: cumplir sus atribuciones y deberes a la entidad a la 
que pertenecen, sin que ello derive en un fuero de estabilidad que le impida al nominador la 
procedencia o no de la continuidad en el servicio.  
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Determinar las motivaciones internas de quien profiere un acto administrativo que quizás vulnera 
intereses particulares señalando, además, causales que no existen, contraría todo precepto legal y 
es un desconocimiento grosero de la normatividad existente. 
 
Así lo establece la Sentencia de Unificación N° 091 de 2016:  
 

“3.9.13.5. Al exigir una motivación expresa al retiro por llamamiento a calificar servicios 
se desnaturaliza la figura, puesto que al no llevarse a cabo el mismo, se originaría 
automáticamente el ascenso de todos los miembros hasta sus máximas posiciones, lo cual 
es imposible no sólo por la estructura jerarquizada y piramidal de las instituciones de la 
Fuerza Pública, sino desde el punto de vista presupuestal y de la planta de personal. El 
primer “filtro” se presenta en el ascenso de Mayor a Teniente Coronel, y que ha sido 
denominado en el Código Militar como “suerte de código de honor”, la cual todos 
tienen conocimiento desde su ingreso a la institución.” Subrayado y negrillas propias. 

 
En el caso sub examine se tiene que el Gobierno Nacional determina libremente a qué Oficiales 
decide llamar a calificar servicios, o a hacer cursos, o a salir al exterior, o al acto del servicio que 
estime conveniente para los intereses institucionales, decisiones que en ningún momento 
obedecen a un querer personal de sancionar, premiar, ser subjetivo o algo similar; es diferente 
cumplir la ley que querer que la misma ley nos favorezca por simple capricho.  
 
Esta determinación se fundamenta en una normatividad vigente sumamente clara que se sigue de 
manera puntual. 
 
Sobre el tema el tratadista Jaime Vidal Perdomo en su libro de Derecho Administrativo ha 
expresado lo siguiente: 
 

“(...) Los funcionarios deben actuar teniendo en cuenta el interés general. Cuando quiera 
que obren buscando un fin distinto de este, están desviando el poder que se les confió y 
sus actos son anulables. 
 
Hay desvío de poder cuando se emplea una facultad otorgada por la ley con un fin 
distinto al que la ley quería al otorgarla. Entonces es preciso buscar la intención que tuvo 
la ley al crear una competencia y el fin que ha querido el funcionario al dictar el acto. (...)” 

 
En el caso del demandante es claro que el Gobierno Nacional tuvo en cuenta el interés general, 
premisa constitucional no solamente acatada dentro del estamento militar sino dentro de toda la 
administración pública, y no obedeció a intereses particulares y desconociendo la norma, como 
quiere hacer ver el demandante. 
 
Reitero Honorable Juez, que no existen fundamentos de hecho o de derecho que demuestren que 
existió desviación de poder o expedición irregular del acto, por lo que hay lugar a desestimar las 
súplicas de la demanda y condenar en costas a la parte demandante. 
 
 

EXCEPCION DE LEGALIDAD DEL ACTO DEFINITIVO DEMANDADO. 
 
Propongo esta excepción de legalidad del acto definitivo demandado por no estar incurso dentro 
las nulidades de que trata el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, toda vez que no hay infracción a normas superiores, sin falta de 
competencia por la persona que expide el acto, tampoco el acto fue expedido en forma irregular, 
pues este se ajustó a la Ley.  
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PRUEBAS 
 
Solicito al Despacho oficiar: 
 

- A la Dirección de Personal del Ejército Nacional, para que se alleguen los documentos 
correspondientes a los antecedentes administrativos del retiro del demandante, en el 
evento de que al llegar la etapa procesal pertinente aun no hayan sido aportados.  

 
 

PETICIÓN 
 

Respetuosamente solicito a Su Señoría, me sea reconocida personería para actuar dentro del 
proceso e igualmente que se nieguen las pretensiones de la demanda, de conformidad con los 
argumentos presentados.  

 
 

DE LAS COSTAS 
 

Teniendo en cuenta lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, y de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 – posición adoptada por el Consejo de Estado5, solicito a su H. 
Despacho no se condene en costas siempre que no se compruebe uso indebido o arbitrario de los 
instrumentos procesales6.  

 
 

ANEXOS 
 

Poder debidamente otorgado para actuar con sus respectivos anexos.  
 
 

NOTIFICACIONES. 
 

Las recibiré en los siguientes correos electrónicos: 
angelica.velez.gonzalez@gmail.com  
angelica.velez@buzonejercito.mil.co     
Número telefónico de contacto: 3102074950 
 
Atentamente, 
  
 
 
 
 
ANGÉLICA MARÍA VÉLEZ GONZÁLEZ  
C.C. 52.852.174 de Bogotá  
T.P. 158.365 del C.S.J.20 

 
5 Sentencia del veintiocho (28) de enero de dos mil quince (2015), Rad. 05 001 23 31 000 2002 03487 01 (32912), MP. 

Jaime Orlando Santofimio. 
6 Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) sólo cuando 

el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los medios procesales es del caso 

condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta procesal fue correcta no es posible acceder a la 
condena en costas”  
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SEÑOR(A) 
JUEZ(A) 17 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.                         S.                                       D. 
 
 
MEDIO DE CONTROL : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO : 017-2020-00028-00 
DEMANDANTE : ELSA MARIA NARANJO   

C.C. No. 41.666.671 
DEMANDADO : DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ – SECRETARÍA DE 

INTEGRACION SOCIAL   
CONTROVERSIA : CONTRATO REALIDAD 
 
ASUNTO 

 
: 

 
CONTESTACIÓN  DE LA DEMANDA 

 
 
MARÍA PAULINA OCAMPO PERALTA, mayor de edad, identificada como aparece al pie 
de mi firma, obrando en nombre y representación de BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – 
SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL persona jurídica de derecho 
público de creación con domicilio en la Ciudad de Bogotá, conforme se acredita en la 
documentación adjunta al respectivo poder, mandato otorgado por la doctora XINIA ROCIO 
NAVARRO PRADA, identificada con la cédula de ciudadanía N° 52.381.984 mayor de edad, 
residente y domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C. en calidad de Secretaria Distrital de 
Integración Social, según Decreto No. 001 del 1 de enero de 2020; teniendo en cuenta que, de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 1 del Decreto 212 del 5 de abril 2018, el Alcalde 
Mayor de Bogotá D.C. delegó en los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos 
Administrativos y el Gerente de la Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos la Representación 
Legal en lo Judicial y Extrajudicial de Bogotá, Distrito Capital, en relación con sus respectivos 
organismos y todas las dependencias que los conforman, para todas aquellos procesos, 
diligencias y/o actuaciones, judiciales o administrativas, que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que los mismos expidan, realicen o en que incurran o 
participen, o que se relacionen con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto 
y funciones; en tal virtud en mi condición de APODERADA JUDICIAL DE DISTRITO 
CAPITAL DE BOGOTA – SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL, dentro 
del término legal (Ley 1437 de 2011, arts. 172, 199 y 200 y Decreto 806 de 2020, artículo 8), 
teniendo en cuenta la  notificación de la demanda por correo electrónico de fecha 8 de Julio de 
2020, por medio del presente escrito me permito CONTESTAR LA DEMANDA en los 
siguientes términos: 

 
A LAS PRETENSIONES 

 
Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las peticiones de la demanda, por carecer el 
demandante del derecho y por no tener sustento fáctico ni legal. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que, el Oficio RAD S2019100788 del 25 de septiembre de 2019 
atacado, se encuentra envestido de presunción de legalidad por el lleno de 
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sus requisitos, sin que esta premisa lograra ser desvirtuada por el extremo pasivo. En 
consecuencia, me opongo, además, a las declaraciones y condenas. 
 
A LA PRIMERA. No es una pretensión. 
 
A LA SEGUNDA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico, toda vez que el acto 
administrativo acusado de ilegal, fue expedido conforme a la normatividad vigente.  
 
A LA TERCERA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA CUARTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA QUINTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA SEXTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA SÉPTIMA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA OCTAVA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA NOVENA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA PRIMERA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA SEGUNDA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA TERCERA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA CUARTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA QUINTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 

1. A LOS HECHOS 
 
AL PRIMERO. No es cierto, y aclaro que mi representada siempre ha actuado conforme a la 
Ley. 
  
AL SEGUNDO. No es un hecho, corresponde a una apreciación subjetiva realizada por el 
apoderado del extremo activo.  
 
AL TERCERO. No es cierto, y aclaro que mi representada no tenía la obligación de pagar 
prestaciones sociales a la demandante, por cuanto los vínculos existentes entre aquellas se 
encontraban regidos por los contratos de prestación de servicios suscritos.  
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AL CUARTO. No es cierto tal y como está redactado, toda vez que es impreciso en cuanto a 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar de las supuestas actividades ejecutadas en virtud de 
los contratos de prestación de servicios. 
 
AL QUINTO. No es cierto tal y como está redactado si bien el demandante recibió dicha suma 
de dinero, lo hizo a título de honorarios mensuales derivados de un certificado de disponibilidad 
presupuestal expedido en virtud del plazo pactado. 
 
AL SEXTO. Es cierto, bajo el entendido que la prestación personal del servicio es una 
característica de los contratos de prestación de servicios, toda vez que los mismos son intuito 
persone. 
 
AL SÉPTIMO. No es cierto tal y como está redactado y aclaro que los vínculos entre mi 
representada y la demandante se encuentran inmersos en diferentes relaciones contractuales 
respecto de las cuales se pactaron plazos, por lo tanto es impreciso indicar como señala el hecho 
que “durante la prestación del servicio”, lo que si es cierto que para cada pago y conforme a las 
obligaciones legales y contractuales es necesario que los contratistas contaran con afiliación al 
sistema de seguridad social con pagos al día. 
 
AL OCTAVO. No es cierto y aclaro que las diferentes relaciones contractuales entre mi 
representada y la demandante, se dieron bajo los presupuestos de los contratos de prestación 
de servicios sin que exista subordinación, sino coordinación de actividades dentro del marco de 
los mencionados contratos suscritos.    
 
AL NOVENO. No es cierto y aclaro que las diferentes relaciones contractuales entre mi 
representada y la demandante, se dieron bajo los presupuestos de los contratos de prestación 
de servicios sin que existiera subordinación, sino coordinación de actividades dentro del marco 
de los mencionados contratos suscritos, máxime cuando los contratos no tienen pactadas 
cláusulas de exclusividad. Ello aunado a que, esta afirmación carece de sustento probatorio.  
 
AL DÉCIMO. Es cierto. 
 
AL DÉCIMO PRIMERO. Es cierto.  
 
AL DÉCIMO SEGUNDO. No es un hecho se trata de una valoración efectuada por el 
apoderado de la demandante y es lo que se pretende en este proceso. 
 
AL DÉCIMO TERCERO. No es cierto y aclaro que el demandante no tenía una relación 
laboral con mi representada por ello la SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN 
SOCIAL no tenía obligaciones en este sentido, sino que era obligación de la contratista asumir 
tales pagos. 
 
AL DÉCIMO CUARTO. Es cierto.  
 

2. EXCEPCIONES 
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3.1. DE MERITO 
 

3.1.1. LEGALIDAD DEL CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS. 
 

Entre la Secretaria Distrital de Integración Social y ELSA MARIA NARANJO  se suscribieron 
varios contratos de prestación de servicios, en virtud de los cuales la demandante ejecutó el 
objeto contractual de manera independiente y autónoma; es del caso precisar que, los contratos 
de prestación de servicios celebrados con la administración en modo alguno se tornan ilegales 
como pretende la demandante, ya que el mismo está debidamente regalado en la Ley 80 de 
1993 artículo 32 numeral 3, que prescribe: 

 

"ART. 32. De los contratos estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos 
en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la 
voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación: 
 
(…)  
 
3º. Contrato de prestación de servicios. - Son contratos de prestación de servicios los que 
celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrase con personas naturales cuando 
dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos 
especializados. 
 
En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por 
el término estrictamente indispensable". 

 
La norma señalada tiene por propósito un vínculo contractual en el sentido que se ejecuten 
actividades que tengan conexión con la actividad que cumple la Entidad; además, que dicha 
relación jurídica se establezca con personas naturales, cuando el objeto contractual no pueda 
realizarse con personal de planta, lo que a juicio de la Sala acontece, por ejemplo, cuando el 
número de empleados no sea suficiente para ello; o cuando la actividad por desarrollarse 
requiera de conocimientos especializados. 
 

Es claro, entonces, que el contrato de prestación de servicios es un contrato estatal que tiene 
como objeto una obligación de hacer, que se determina en el objeto contractual, así como en 
las obligaciones generales y especificas del mismo, teniendo como característica la autonomía e 
independencia del contratista, y que no genera prestaciones sociales por tratarse de un contrato 
estatal y no de una relación laboral. 

Ahora bien, respecto a las obligaciones frente a los contratos estatales, las mismas han 
evolucionado, hoy día se encuentra en vigencia la Ley 1474 de 2011, la cual se encarga de 
regular algunos aspectos específicos respecto a la ejecución de los contratos con el Estado, en 
ese sentido, es preciso hacer mención a los artículos 83 y 84 de la referida Ley, en los cuales se 
determina las obligaciones que tienen quienes ejercen la supervisión en los contratos de 

http://www.integracionsocial.gov.co/


 
 
 
 
 
 

 

Sede Principal: Carrera 7 No 32–16/ Ciudadela San Martín 

Secretaria Distrital de Integración Social 

Teléfono: 327 97 97 
www.integracionsocial.gov.co  

 
 

5 

prestación de servicios, situación que debe ser cumplida a cabalidad y en modo alguno 
constituye algún tipo de acto subordinante, por el contrario quien ejerce en su calidad de 
supervisor, debe cumplir con los preceptos legales que establecen:  
 

“(…) Artículo 83. Supervisión e interventoría contractual. Con el fin de proteger la moralidad 
administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de 
la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la 
correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según 
corresponda. 
 
La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y 
jurídico que, sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad 
estatal cuando no requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal 
podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean 
requeridos. 
 
84. Facultades y deberes de los supervisores y los interventores. La supervisión e interventoría 
contractual implica el seguimiento al ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad 
contratante sobre las obligaciones a cargo del contratista. 
 
Los interventores y supervisores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y 
explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por mantener 
informada a la entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de 
corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente…”  

 
En concordancia con lo anterior y para el caso que nos ocupa para que se realizaran los pagos de 
los honorarios a favor de la demandante, era necesario que el supervisor realizara el informe 
respectivo de cumplimiento.  

De la misma manera es necesario precisar, que para la ejecución de los contratos de prestación 
de servicios no se exigió constitución de póliza de garantías, como en algunos contratos 
estatales, lo mismo obedece a que la Secretaría Distrital de Integración Social en aplicación del 
artículo 8 del Decreto 4828 de 2008, exime al contratista de dicha obligación, lo cual indica 
que la Entidad suscribe, ejecuta y liquida los contratos de prestación de servicios con el 
demandante atendiendo la normatividad legal vigente en el momento y que se remite a la Ley 
80 de 1993, Ley 1474 de 2011, Decreto 4828 de 2008 y demás normas concordantes y 
complementarias. 

Cómo se evidencia de las pruebas documentales aportadas con esta contestación se prueba con 
los diferentes actos contractuales la existencia de una verdadera relación contractual mas no 
laboral ratificando con todo ello la existencia real de los contratos de prestación de servicios.  

 

3.1.2. INEXISTENCIA DEL CONTRATO REALIDAD. 
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En el presente caso, no se cumplen los requisitos para que se de aplicación al principio de la 
primacía de la realidad sobre las formalidades legales, impidiendo entonces que se configure el 
contrato realidad pretendido por el apoderado de la demandante, es del caso resaltar que, en el 
presente caso no se encuentran demostrados los elementos constitutivos de relación laboral, ya 
que ha sido reiterado el concepto que respecto a los contratos de prestación de servicio y las 
relaciones laborales, el elemento de la subordinación es determinante; para el caso de ELSA 
MARIA NARANJO , los servicios fueron prestados con autonomía e independencia. 
 
En ejecución de los contratos de prestación de servicios suscritos entre la demandante y mi 
representada, se establecieron los requisitos bajo los cuales se ejecutarían los mismos, 
atendiendo en un todo la normatividad que, en materia de contratación estatal rige para esta 
modalidad contractual,  en efecto existe una supervisión o interventoría para constatar la 
observancia de las obligaciones contraídas por las partes intervinientes y ello no conlleva una 
necesaria y obligatoria subordinación o dependencia del contratista al supervisor o interventor, 
máxime si son contratos de tracto sucesivo en los que permanentemente se debe inspeccionar 
la labor realizada por la contratista. 

 
La dirección que debe existir por parte de quien ejerce la supervisión en virtud, de un 
contrato de Prestación de Servicios, no necesariamente implica que haya subordinación o 
dependencia, sino una necesaria distribución de áreas para que el encargado de supervisar el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas en el acuerdo de voluntades pueda establecer cuál 
o cuáles contratistas lo están haciendo a cabalidad y quienes no, para aplicar las 
cláusulas pertinentes. 
 
Ahora bien, es de resaltar que revisados los objetos contractuales de cada uno de los contratos 
suscritos por la demandante, es claro que no todos ellos tuvieron los mismos objetos 
contractuales.  
 
3.1.3. INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES RECLAMADAS. 
 
Es importante resaltar que la demandada ha obrado con la mejor buena fe derivada de la 
suscripción de los contratos de prestación de servicios, cumpliendo en un todo con las 
obligaciones contractuales pactadas en el texto de los mismos, sin que a la fecha exista saldo por 
cancelar a favor de ELSA MARIA NARANJO , por parte mi representada. 
3.1.4. COBRO DE LO NO DEBIDO. 
 
En la actualidad no se cuenta con un fundamento legal que ampare o soporte el reconocimiento 
de los emolumentos reclamados por ELSA MARIA NARANJO , no proceden la pretensiones 
de la demanda, pues revisados los antecedentes se encontró que en efecto la Entidad ha 
cancelado en legal forma, el valor correspondiente a los honorarios causados, derivados de la 
ejecución de los contratos de prestación de servicios, sin que a la fecha exista obligación 
pendiente de pago y respecto de los cuales ha efectuado los descuentos exigidos por la Ley. 
 
De igual manera es de señalar que las acreencias salariales y prestacionales indicadas en la 
demanda no tienen asidero jurídico.  
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3.1.5. PRESCRIPCIÓN.   
 
Se fundamenta por el transcurso del tiempo sin que se haya realizado reclamación por parte de 
la hoy demandante.  
 
Es necesario que se tenga en cuenta que entre contrato y contrato existen lapsos de tiempo en 
los cuales se interrumpieron para efectos de la contabilización de la prescripción, aunado a que 
la Jurisprudencia del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha sido enfática en 
señalar que: 

 “El término para exigir el reconocimiento de una relación laboral con el Estado es de tres años, 
contados a partir de la terminación del vínculo contractual, y que pasado dicho tiempo se extingue 
el derecho a solicitar las prestaciones que se deriven de aquella. 
 
En aquellos casos donde existe interrupción entre los contratos de prestación de servicios y en su 
ejecución, debe analizarse la prescripción frente a cada uno de ellos, a partir de sus fechas de 
finalización. (…)”1 

 
Por ello, y con el ánimo de no realizar transcripciones que sólo alargarían el tamaño de este 
escrito, de manera respetuosa, le solicito a su señoría desplazarse al numeral 4.3 del Capítulo 
de argumentos de la defensa, en donde podrá encontrar un análisis detallado de las 
prescripciones aquí solicitadas.  

3.1.6. NO CONFIGURACION DEL DERECHO AL PAGO DE NINGUNA SUMA 
DE DINERO NI INDEMNIZACION. 

 
De acuerdo con lo expuesto en esta contestación, no le corresponde a la demandante pago 
alguno por ningún concepto ni por indemnización. 
 
3.1.7. BUENA FE DE LA DEMANDADA. 
 
Mi representada ha obrado con absoluta transparencia, rectitud y buena fe en el cumplimiento 
de sus funciones como contratante, razón por la cual, al momento de analizar la imposición de 
sanciones, si a ello hubiere lugar, deberá estudiarse la conducta asumida por mi representada. 

 
3.1.8. ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA. 
 

 
1 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN SEGUNDA- SUBSECCIÓN “A”. 

Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. Bogotá D.C., veintiocho (28) de noviembre de dos mil 

dieciocho (2018). 

Radicación número: 17001-23-33-000-2014-00282-01(2093-16). Actor: DIEGO HERNAN CORTES SILVA. 

Demandado: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA.   
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Por pretender pago de obligaciones no causadas. 
 
3.1.9. COMPENSACIÓN.  
 
Sin reconocimiento y/o aceptación alguna solicito que si mi representada es condena se tenga 
en cuenta los pagos efectuados y se compense frente a la condena impuesta. 
 
3.1.10. GENÉRICA. 
 
Solicito respetuosamente declarar de oficio las demás excepciones que se encuentran probadas 
dentro del proceso y que den lugar a denegar las pretensiones de la demanda, teniendo en cuenta 
el ordenamiento jurídico aplicable al caso bajo estudio y los fundamentos fácticos que dieron 
origen a la presente acción. 
 

4. FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA- ARGUMENTOS DE LA 
DEFENSA 

 

Causales de nulidad invocadas 
 
Manifiesta el apoderado del extremo activo que, el acto administrativo demandado, debería ser 
declarado nulo por infringir las normas en que deberían fundarse. 
 
En relación con lo pretendido por la parte demandante, es necesario efectuar las siguientes 
precisiones: 

4.1. Marco Normativo.  

La Ley 80 de 1993, a través de la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, en el numeral 3º del artículo 32, regula el contrato de prestación de 
servicios en los siguientes términos: 
 

“Artículo   32. De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores 
de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho 
privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como 
los que, a título enunciativo, se definen a continuación 
 
(….) 
 
3° Contrato de prestación de servicios 
 
Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar 
actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo 
podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal 
de planta o requieran conocimientos especializados. 
 

http://www.integracionsocial.gov.co/


 
 
 
 
 
 

 

Sede Principal: Carrera 7 No 32–16/ Ciudadela San Martín 

Secretaria Distrital de Integración Social 

Teléfono: 327 97 97 
www.integracionsocial.gov.co  

 
 

9 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el 
término estrictamente indispensable”. 
 

De tal suerte que los apartes subrayados fueron objeto de estudio de constitucionalidad por 
parte de la Corte Constitucional que en la sentencia C-154-972, los declaró exequibles y precisó 
las características del contrato de prestación de servicios y sus diferencias con el contrato de trabajo, 
así: 

“Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios 
independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia de la prestación 
personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación 
del mismo. En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad independiente 
desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la 
subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución 
de la labor contratada. 
 
Del análisis comparativo de las dos modalidades contractuales -contrato de prestación de servicios y 
contrato de trabajo- se obtiene que sus elementos son bien diferentes, de manera que cada uno de 
ellos reviste singularidades propias y disímiles, que se hacen inconfundibles tanto para los fines 
perseguidos como por la naturaleza y objeto de los mismos. 
 
En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato 
laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra 
un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la 
administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales”  

 
De otro lado, el artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo, define el “Contrato Individual 
de Trabajo” así: 
 

“(…) aquél por el cual una persona natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona 
natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante 
remuneración.” 
 

A su turno, el artículo 23 del mismo Estatuto establece los elementos esenciales que debe reunir 
un contrato de trabajo, así: 
 

“Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos esenciales: 
 
a) La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo.  
b) La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que faculta a 
éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o 
cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe manifestarse por todo el tiempo de 
duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos en concordancia 

 
2 Corte Constitucional. Sentencia del 19 de marzo de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara. 
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con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos humanos relativos a la materia 
obliguen al país, y  
c) Un salario como retribución del servicio.” 

Desarrollando el último punto, se debe probar que en la relación con el empleador exista 
subordinación o dependencia, situación entendida como aquella facultad para exigir al servidor público 
el cumplimiento de órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e 
imponerles reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo. 
 
Además de las exigencias legales mencionadas, el alto Tribunal aclaró que le corresponde a la 
parte actora comprobar la permanencia, es decir que la labor sea inherente a la entidad, 
requisitos establecidos por la jurisprudencia, para desentrañar de la apariencia del contrato de 
prestación de servicios una verdadera relación laboral. (Consejo de Estado Sección Segunda, 
Sentencia 66001233100020110029301 (18282013), 11/11/2015, C. P. Sandra Lisset Ibarra). 
 
En otro pronunciamiento el Consejo de Estado, precisó que la Coordinación de actividades en 
el contrato de prestación de servicios no configura relación laboral. 
 
De este modo, recientes pronunciamientos las secciones Segunda y Tercera del Consejo de 
Estado han sostenido que entre contratante y contratista puede existir una relación de 
coordinación en sus actividades, de manera que el segundo se somete a las condiciones 
necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual incluye el 
cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus superiores, 
o tener que reportar informes sobre sus resultados, pero ello no significa necesariamente la 
configuración del elemento de subordinación. 
 
En desarrollo de lo anterior, el Consejo de Estado ha sostenido: 
 

“Aunque a primera vista se puede pensar que el cumplimiento de un horario es de suyo elemento 
configurativo de la subordinación transformando una relación que ab initio se consideró como 
contractual en laboral, lo cierto es que en determinados casos el cumplimiento de un horario es 
sencillamente la manifestación de una concertación contractual entre las partes, administración y 
particular, para desarrollar el objeto del contrato en forma coordinada con los usos y condiciones 

generalmente aceptadas y necesarias para llevar a cabo el cumplimiento de la labor (…)”3  
 

En dicha sentencia4 el Consejo de Estado lo plasmó así:  
 

“Entre contratante y contratista puede existir una relación de coordinación en sus actividades, de 
manera que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la 
actividad encomendada, lo cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una 
serie de instrucciones de sus superiores, o tener que reportar informes sobre sus resultados, pero ello 
no significa necesariamente la configuración de un elemento de subordinación”. 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Subsección “A”, Sentencia del 
6 de mayo de 2015, M. P. Luis Rafael Vergara Quintero. Rad. 05001233100020020486501 (192312). 
4 Ídem  
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En cuanto a contar con un horario de ingreso y salida para el cumplimiento de las actividades 
contractuales, es del caso señalar que, tal circunstancia por si sola no corresponde 
necesariamente con la existencia de subordinación propia de un contrato laboral, pues por la 
naturaleza de la entidad y las actividades mismas, bien podía requerirse que el contratista adecuara 
la prestación de sus servicios al horario de actividades que aquella requería. 

Sobre el tema, el H. Consejo de Estado5, ha indicado: 

“(…)  
la relación de coordinación de actividades entre contratante y contratista que implica que el segundo 
se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo 
cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus 
superiores, o tener que reportar informes sobre sus resultados, no significa necesariamente la 
configuración de un elemento de subordinación. 
 
Frente a lo antepuesto y dado el desarrollo jurisprudencial y controversia en la praxis jurídica sobre 
todo en lo que respecta al cumplimiento de los horarios por parte de los contratistas, en esta sentencia 
proferida por la máxima instancia de lo contencioso citó la providencia del 18 de noviembre de 2003, 
Rad. IJ-0039, Consejero Ponente Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda a cuyo tenor expresó: 

“(…)  

si bien es cierto que la actividad del contratista puede ser igual a la de empleados de planta, no es 
menos evidente que ello puede deberse a que este personal no alcance para colmar la aspiración del 
servicio público; situación que hace imperiosa la contratación de personas ajenas a la entidad. Y si 
ello es así, resulta obvio que deben someterse a las pautas de ésta y a la forma como en ella se 
encuentran coordinadas las distintas actividades.  

Sería absurdo que contratistas encargados del aseo, que deben requerirse con urgencia durante la 
jornada ordinaria de trabajo de los empleados, laboren como ruedas sueltas y a horas en que no se 
les necesita. Y lo propio puede afirmarse respecto del servicio de cafetería, cuya prestación no puede 
adelantarse sino cuando se encuentra presente el personal de planta. En vez de una subordinación lo 
que surge es una actividad coordinada con el quehacer diario de la entidad, basada en las cláusulas 
contractuales.”  

En cuanto al ingreso base, según el cual se deben calcular las prestaciones, en el momento de 
decretar la existencia de un contrato realidad, la Sala especializada de lo Contencioso 
Administrativo, del Consejo de Estado, en uso de la facultad conferida por el artículo 271 de la 
Ley 1437 de 2011, profirió sentencia de unificación del 25 de agosto de 2016, radicado interno 
0088-2015, en la cual fijó, entre otras el siguiente parámetro:  

“ (ii) el ingreso sobre el cual han de calcularse las prestaciones dejadas de percibir por el maestro-
contratista corresponderá a los honorarios pactados”  

 
5 Sentencia Radicación número: 68001-23-31-000-2010-00449-01(1807-13) del  trece (13) de febrero de dos 
mil catorce (2014) 
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Ahora bien, la Jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado señaló que cuando se declare la 
existencia de una relación laboral entre un particular y una entidad pública bajo la aplicación del 
principio de primacía de la realidad sobre las formalidades, este reconocimiento no tiene como 
consecuencia implícita la adquisición de la calidad de servidor público, dado que para ello es 
indispensable que se den los presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente 
posesión6 

 
De ora parte y respecto de las pretensiones relacionadas con reintegro, crear el empleo ya sea 
como provisional a favor del demandante es necesario recordar, en gracia de discusión, lo 
expresado en Sentencia del Consejo de Estado, Sección Segunda, Número 
68001233300020130021600 (10462014) del 21 de julio de 2016. C.P. SANDRA LISSET 
IBARRA, que señala que el contratista que demuestra bajo el principio constitucional de la 
primacía de la realidad una relación “laboral no lo convierte automáticamente en un empleado 
público, (…)”. Además, dijo que todo lo anterior pone de presente un exigente ejercicio 
probatorio, el cual recae sobre la persona que reclama el reconocimiento y pago del trabajo 
suplementario. Lo anterior se encuentra en concordancia con la sentencia de unificación 
relacionada con la prescripción en materia de contrato realidad. 
 
 
4.2. Carga de la Prueba. 

Sea esta la oportunidad de recordar que, conforme a lo previsto en el artículo 88 de la ley 1437 de 
2011, los actos administrativos se presumen legales. 

De modo que, el artículo 167 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa 
del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, dispuso que Incumbe a las partes probar el supuesto 
de hecho de las normas que prevén el efecto jurídico que ellas persiguen, es decir, corresponde 
al extremo activo demostrar que el acto administrativo acusado se encuentra viciado de 
ilegalidad, demostrando que se configuran los tres elementos básicos de una relación de trabajo.  
 
En concordancia con lo anterior es necesario traer a colación lo expuesto por el Consejo de 
Estado (Sala de lo Contencioso Administrativo –Sección Segunda) en su Sentencia del 4 de 
febrero de 2016, C.P. Dra. Sandra Patricia Lisset Ibarra Vélez: 
 

“Nótese como la norma trascrita (artículo 24 del C.S., del T)  crea una presunción legal que permite 
considerar como laboral toda relación personal de trabajo, de modo que, en las relaciones 
particulares o de derecho laboral ordinario, el trabajador lleva una ventaja inicial, trasladándose 
la carga de la prueba al contratante quien frente a una demanda laboral tendrá la carga de 
desvirtuar la presunción legal existente en favor del trabajador, presunción no consagrada en los 
contratos de prestación de servicios regulados por el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, quedando 
en cabeza del contratista el deber de probar los elementos esenciales y configurativos de la relación 
laboral cuando se exija judicialmente la aplicación de la primacía de la realidad sobre las 
formalidades.” 

 
 

6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda , Sentencia del 31 de enero de 
2018,. Rad. (04892014). 
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4.3. Prescripción  
 

Es de recordar que en uso de la facultad conferida por el artículo 271 de la Ley 1437 de 2011, la 
Sala especializada de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, profirió sentencia de 
unificación del 25 de agosto de 2016, radicado interno 0088-2015, en la cual fijó entre otras, las 
siguientes reglas:  

“i) Quien pretenda el reconocimiento de la relación laboral con el Estado y, en consecuencia, el 
pago de las prestaciones derivadas de esta, en aplicación del principio de la primacía de la realidad 
sobre las formalidades, deberá reclamarlos dentro del término de tres años contados a 
partir de la terminación de su vínculo contractual. 

ii) Sin embargo, no aplica el fenómeno prescriptivo frente a los aportes para pensión, en atención a 
la condición periódica del derecho pensional y en armonía con los derechos constitucionales a la 
igualdad e irrenunciabilidad a los beneficios mínimos laborales y los principios de in dubio pro 
operario, no regresividad y progresividad. 

iii) Lo anterior, no implica la imprescriptibilidad de la devolución de los dineros 
pagados por concepto de aportes hechos por el trabajador como contratista, pues esto sería un 
beneficio propiamente económico para él, que no influye en el derecho pensional como tal (que se 
busca garantizar), sino en relación con las cotizaciones adeudadas al sistema de seguridad social en 
pensiones, que podrían tener incidencia al momento de liquidarse el monto pensional. 

iv) Las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema integral de seguridad social 
derivados del contrato realidad, por su carácter de imprescriptibles y prestaciones periódicas, también 
están exceptuadas de la caducidad del medio de control de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, 
letra c, del CPACA.” 

La anterior sentencia de unificación ha venido siendo acatada por esta Jurisdicción, en recientes 
providencias como la proferida el 28 de noviembre de 2018, en la cual la Alta Corporación 
sostuvo: 
 

“(…) 

Conforme con lo previsto en la sentencia de unificación jurisprudencial, en su aparte aquí 
transcrito, se colige:  

• El término para exigir el reconocimiento de una relación laboral con el Estado es de tres años, 
contados a partir de la terminación del vínculo contractual, y que pasado dicho tiempo se 
extingue el derecho a solicitar las prestaciones que se deriven de aquella. 
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• En aquellos casos donde existe interrupción entre los contratos de prestación de servicios y en su 
ejecución, debe analizarse la prescripción frente a cada uno de ellos, a partir de sus fechas de 
finalización. (…)”7 

 
Pues bien, atendiendo el panorama jurisprudencial descrito, procederé a realizar un análisis en 
torno a la prescripción de cada uno de los contratos en el caso concreto, teniendo en cuenta 
que la reclamación administrativa fue iniciada con el RAD:E2019044910 del 5 de septiembre 
de 2019: 

 

CONTRATO 

 

OBJETO 

 

INICIO 

 

TERMINACIÓN 

FECHA LIMITE 
DE 

RECLAMACION 

2012-6074  PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA PROFESIONAL 
PARA LA 
IMPLEMENTACION DE LOS 
LINEAMIENTOS 
PEDAGOGICOS Y 
CURRICULARES DE LA 
EDUCACION INICIAL EN 
LOS JARDINES INFANTILES 
DE LA SDIS EN LA 
SUBDIRECCION LOCAL 
PARA LA INTEGRACION 
SOCIAL DE KENNEDY, EN 
EL MARCO DEL PROCESO 
DE ATENCION INTEGRAL A 
LA PRIMERA INFANCIA  

14 de enero 
de 2013 

27 de febrero de 
2013 

27 de febrero de 
2016 

2013-3458  PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA PROFESIONAL 
PARA LA 
IMPLEMENTACION DE LOS 
LINEAMIENTOS 
PEDAGOGICOS Y 
CURRICULARES DE LA 
EDUCACION INICIAL EN 
LOS JARDINES INFANTILES 
DE LA SDIS EN LA 
SUBDIRECCION LOCAL 
PARA LA INTEGRACION 
SOCIAL DE KENNEDY, EN 
EL MARCO DEL PROCESO 
DE ATENCION INTEGRAL A 
LA PRIMERA INFANCIA  

1 de marzo 
de 2013 

31 de agosto de 
2013 

31 de agosto de 2016 

 
7 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN SEGUNDA- SUBSECCIÓN “A”. 

Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. Bogotá D.C., veintiocho (28) de noviembre de dos mil 

dieciocho (2018). 

Radicación número: 17001-23-33-000-2014-00282-01(2093-16). Actor: DIEGO HERNAN CORTES SILVA. 

Demandado: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA.   
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2013-8343  PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA PROFESIONAL 
PARA LA 
IMPLEMENTACION DE LOS 
LINEAMIENTOS 
PEDAGOGICOS Y 
CURRICULARES DE LA 
EDUCACION INICIAL EN 
LOS JARDINES INFANTILES 
DE LA SDIS EN LA 
SUBDIRECCION LOCAL 
PARA LA INTEGRACION 
SOCIAL DE KENNEDY, EN 
EL MARCO DEL PROCESO 
DE ATENCION INTEGRAL A 
LA PRIMERA INFANCIA  

5 de 
noviembre de 

2013 

25 de febrero de 
2014 

25 de febrero de 
2017 

2014-2599  PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA/O PROFESIONAL 
PARA LA 
IMPLEMENTACION DE LOS 
LINEAMIENTOS 
PEDAGOGICOS Y 
CURRICULARES DE LA 
EDUCACION INICIAL EN 
LAS INSTITUCIONES DE 
EDUCACION INICIAL DE LA 
SDIS EN EL MARCO DEL 
PROCESO DE ATENCION 
INTEGRAL A LA PRIMERA 
INFANCIA  

26 de febrero 
de 2014 

15 de enero de 
2015 

15 de enero de 2018 

2015-3435  PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA-O PROFESIONAL 
PARA LA EDUCACION 
INICIAL EN EL MARCO DEL 
PROCESO DE ATENCION 
INTEGRAL A LA PRIMERA 
INFANCIA DE LA 
SECRETARIA DISTRITAL DE 

INTEGRACIÓN SOCIAL  

6 de febrero 
de 2015 

30 de enero de 
2016 

30 de enero de 2019 

2016-921  PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA-O PROFESIONAL 
PARA LA EDUCACION 
INICIAL EN EL MARCO DEL 
PROCESO DE ATENCION 
INTEGRAL A LA PRIMERA 
INFANCIA DE LA 
SECRETARIA DISTRITAL DE 

INTEGRACIÓN SOCIAL  

1 de febrero 
de 2016 

30 de enero de 
2017 

30 de enero de 2020 

2017-3513  

 

PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA PROFESIONAL 
PARA LA EDUCACION 
INICIAL DESDE EL 
PROCESO DE ATENCION 
INTEGRAL A LA PRIMERA 
INFANCIA EN JARDINES 
INFANTILES DE LA 
SECRETARIA DISTRITAL DE 

INTEGRACIÓN SOCIAL  

27 de febrero 
de 2017 

15 de diciembre de 
2017 

15 de diciembre de 
2020 

http://www.integracionsocial.gov.co/
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2018-3156  

 

PRESTAR LOS SERVICIOS DE 
MAESTRA PROFESIONAL 
PARA LA EDUCACION 
INICIAL DESDE EL 
PROCESO DE ATENCION 
INTEGRAL A LA PRIMERA 
INFANCIA EN JARDINES 
INFANTILES DE LA 
SECRETARIA DISTRITAL DE 

INTEGRACIÓN SOCIAL.  

 

18 de enero 
de 2018 

30 de diciembre de 
2018 

30 de diciembre de 
2021 

  
 
Conclusiones 
 

1. No logró la parte demandante desvirtuar la presunción de legalidad de la cual se 
encuentra envestido el acto administrativo objeto de control de legalidad, pues es de 
recordar que la carga probatoria de tal situación era suya. 
 
Así pues, no son procedentes las pretensiones de la demanda, debido a que la relación 
existente entre la demandante y mi representada se desarrolló en el marco del contrato 
de prestación de servicios, conforme a lo previsto en la Ley 80 de 1993 y sus demás 
normas modificatorias y concordantes.  
 

2. No existe ninguna obligación legal pendiente a favor de la demandante, toda vez que mi 
representada pagó el valor correspondiente a los honorarios pactados de acuerdo con el 
contrato de prestación de servicios suscrito con aquella.  
 

3. Entre la demandante y mi representada no existió relación laboral, toda vez que, en 
ningún momento se dieron los elementos propios de la misma, en consecuencia no se 
puede dar aplicación a la presunción contemplada en el artículo 53 de la Constitución 
Política, respecto a la primacía de la realidad sobre las formalidades legales, se sustenta 
esta afirmación en el hecho que, no se dieron los elementos indispensables para hablar 
de contrato de trabajo, sin los cuales se desfigura esta modalidad contractual.  
 
Ello por cuanto es claro, y así lo ha admitido la Jurisprudencia en cita, el hecho de 
establecer horarios concordantes con la prestación del servicio de la entidad, para el 
desarrollo de las actividades contractuales, así como el deber de presentación de 
informes, son sólo típicas manifestaciones del principio de coordinación que rige la 
actividad contractual. Aunado a que, en el presente caso ni siquiera existe prueba de la 
existencia de aquellas.  
 

4. Por lo tanto, mientras la pretendida relación laboral que, según la demandante, la 
vinculaba no sea cabalmente demostrada en cada uno de sus elementos por la parte 
actora será jurídicamente imposible atribuirle a mi representada la carga de una 
obligación de naturaleza laboral.  
 

http://www.integracionsocial.gov.co/


 
 
 
 
 
 

 

Sede Principal: Carrera 7 No 32–16/ Ciudadela San Martín 

Secretaria Distrital de Integración Social 

Teléfono: 327 97 97 
www.integracionsocial.gov.co  

 
 

17 

5. Los hechos plasmados en la demanda no hacen claridad del devenir contractual, 
induciendo a la errónea idea que la relación contractual de mi representada y el 
demandante obedeció a un contrato de trabajo, siendo que en la realidad su vinculación 
lo fue mediante contratos de prestación de servicios suscritos, ejecutados y liquidados, 
en virtud de los postulados de los contratos estatales (Ley 80 de 1993 y demás normas 
modificatorias y complementarias). 

 
6. Mi representada cumplió con las obligaciones legales que le correspondían, de 

conformidad a los contratos de prestación suscritos y que concretamente se circunscribe 
al pago de honorarios pactados en los contratos de prestación de servicios suscritos por 
las partes. 

 
7. Lo declarado por la parte actora carece de validez, cae por su propio peso, no se 

compadece de la normatividad legal, en razón a que presenta, sin claridad, con ánimo 
de confundir, la relación contractual entre las partes, aduciendo la existencia de un 
contrato de trabajo, cuando lo ocurrido en la realidad corresponde a un contrato de 
prestación de servicios. 
 

8. En gracia de discusión y si su señoría asume una posición jurídica diferente hasta la ahora 
esbozada, y sin que ello implique aceptación alguna, ruego sea declarada la prescripción 
de los derechos que se pudieron haber configurado con ocasión de los siguientes 
contratos 

2012-6074  

2013-3458  

2013-8343  

2014-2599  

2015-3435  

 
Ello por cuanto fue excedido el término de tres años posteriores a su terminación, para 
su respectiva reclamación.  

9. Así mismo, destaco de un lado la existencia de interregnos durante los cuales la 
demandante no prestó sus servicios a mi representada, aunado a la disimilitud de los 
objetos contractuales de cada uno de los contratos de prestación suscritos, situación que 
desvirtúa la existencia de una prestación del servicio continua y homogénea, a la que se 
le ha denominado permanencia.  
 

5. PETICION 

 
Solicito respetuosamente se desestimen todas las pretensiones de la demanda, se mantenga 
incólume el Oficio RAD S2019100788 del 25 de septiembre de 2019, atacado con esta demanda 
y no se condene a la demandada - SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL - 
a pagar suma alguna de dinero, absolviendo a la entidad. 

6. PRUEBAS 

Solicito se tengan como pruebas: 

http://www.integracionsocial.gov.co/
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DOCUMENTALES:  

1. Antecedentes administrativos y carpeta contractual de la demandante. 
2. Certificación expedida por la Subdirección de contratación de la Secretaría Distrital de 

Integración Social. 
3. Oficio RAD S2019100788 del 25 de septiembre de 2019. 

 
7. NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la Carrera 7 Nº 32 – 16 Piso 25 de la ciudad de Bogotá – Domicilio de la entidad-  
o en la Secretaría de su Despacho.  
Correo electrónico: mocampop@sdis.gov.co y notifciacionesjudiciales@sdis.gov.co.  
Celular: 3207436470. 

8. ANEXOS 
 

1. Poder. 
2. Anexos al poder. 
3. Los relacionados como pruebas. 

 

 
{{Sig_es_:signer1:signature}} 
 
MARÍA PAULINA OCAMPO PERALTA 
C.C. Nº 1.075.266.511 de Neiva 
T.P. Nº 263.300 C.S. de  la  J.
 

http://www.integracionsocial.gov.co/
mailto:mocampop@sdis.gov.co
mailto:notifciacionesjudiciales@sdis.gov.co
https://secure.na1.echosign.com/verifier?tx=CBJCHBCAABAALnD9Vkobubm64mK6Yg-nRcuCwRBaxWnQ
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SEÑOR(A) 
JUEZ(A) 17 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.                         S.                                       D. 
 
 
MEDIO DE CONTROL : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO : 017-2020-00036-00 
DEMANDANTE : ADRIANA BIBIANA VELANDIA BERMUDEZ  

C.C. No. 52.961.348 
DEMANDADO : DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ – SECRETARÍA DE 

INTEGRACION SOCIAL   
CONTROVERSIA : CONTRATO REALIDAD 
 
ASUNTO 

 
: 

 
CONTESTACIÓN  DE LA DEMANDA 

 
 
MARÍA PAULINA OCAMPO PERALTA, mayor de edad, identificada como aparece al pie 
de mi firma, obrando en nombre y representación de BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – 
SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL persona jurídica de derecho 
público de creación con domicilio en la Ciudad de Bogotá, conforme se acredita en la 
documentación adjunta al respectivo poder, mandato otorgado por la doctora XINIA ROCIO 
NAVARRO PRADA, identificada con la cédula de ciudadanía N° 52.381.984 mayor de edad, 
residente y domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C. en calidad de Secretaria Distrital de 
Integración Social, según Decreto No. 001 del 1 de enero de 2020; teniendo en cuenta que, de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 1 del Decreto 212 del 5 de abril 2018, el Alcalde 
Mayor de Bogotá D.C. delegó en los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos 
Administrativos y el Gerente de la Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos la Representación 
Legal en lo Judicial y Extrajudicial de Bogotá, Distrito Capital, en relación con sus respectivos 
organismos y todas las dependencias que los conforman, para todas aquellos procesos, 
diligencias y/o actuaciones, judiciales o administrativas, que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que los mismos expidan, realicen o en que incurran o 
participen, o que se relacionen con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto 
y funciones; en tal virtud en mi condición de APODERADA JUDICIAL DE DISTRITO 
CAPITAL DE BOGOTA – SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL, dentro 
del término legal (Ley 1437 de 2011, arts. 172, 199 y 200 y Decreto 806 de 2020, artículo 8), 
teniendo en cuenta la  notificación de la demanda por correo electrónico de fecha 8 de Julio de 
2020, por medio del presente escrito me permito CONTESTAR LA DEMANDA en los 
siguientes términos: 

 
A LAS PRETENSIONES 

 
Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las peticiones de la demanda, por carecer la 
demandante del derecho y por no tener sustento fáctico ni legal. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que, el Oficio RAD S2019011097 del 7 de febrero de 2019 
atacado, se encuentra envestido de presunción de legalidad por el lleno de 
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sus requisitos, sin que esta premisa lograra ser desvirtuada por el extremo pasivo. En 
consecuencia, me opongo, además, a las declaraciones y condenas. 
 
A LA PRIMERA. No es una pretensión. 
 
A LA SEGUNDA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico, toda vez que el acto 
administrativo acusado de ilegal, fue expedido conforme a la normatividad vigente.  
 
A LA TERCERA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA CUARTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA QUINTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA SEXTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA SÉPTIMA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA OCTAVA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA NOVENA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA PRIMERA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA SEGUNDA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA TERCERA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA CUARTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico. 
 
A LA DÉCIMA QUINTA. Me opongo, por carecer de soporte fáctico y jurídico y desconocer 
el principio de la justicia rogada. 
 

1. A LOS HECHOS 
 
AL PRIMERO. No es cierto, y aclaro que mi representada siempre ha actuado conforme a la 
Ley. 
  
AL SEGUNDO. No es un hecho, corresponde a una apreciación subjetiva realizada por el 
apoderado del extremo activo.  
 
AL TERCERO. No es cierto, y aclaro que mi representada no tenía la obligación de pagar 
prestaciones sociales a la demandante, por cuanto los vínculos existentes entre aquellas se 
encontraban regidos por los contratos de prestación de servicios suscritos.  
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AL CUARTO. No es cierto tal y como está redactado, toda vez que es impreciso en cuanto a 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar de las supuestas actividades ejecutadas en virtud de 
los contratos de prestación de servicios. 
 
AL QUINTO. No es cierto tal y como está redactado si bien la demandante recibió dicha suma 
de dinero, lo hizo a título de honorarios mensuales derivados de un certificado de disponibilidad 
presupuestal expedido en virtud del plazo pactado. 
 
AL SEXTO. Es cierto, bajo el entendido que la prestación personal del servicio es una 
característica de los contratos de prestación de servicios, toda vez que los mismos son intuito 
persone. 
 
AL SÉPTIMO. No es cierto tal y como está redactado y aclaro que los vínculos entre mi 
representada y la demandante se encuentran inmersos en diferentes relaciones contractuales 
respecto de las cuales se pactaron plazos, por lo tanto es impreciso indicar como señala el hecho 
que “durante la prestación del servicio”, lo que si es cierto que para cada pago y conforme a las 
obligaciones legales y contractuales es necesario que los contratistas contaran con afiliación al 
sistema de seguridad social con pagos al día. 
 
AL OCTAVO. No es cierto y aclaro que las diferentes relaciones contractuales entre mi 
representada y la demandante, se dieron bajo los presupuestos de los contratos de prestación 
de servicios sin que exista subordinación, sino coordinación de actividades dentro del marco de 
los mencionados contratos suscritos.    
 
AL NOVENO. No es cierto y aclaro que las diferentes relaciones contractuales entre mi 
representada y la demandante, se dan bajo los presupuestos de los contratos de prestación de 
servicios sin que exista subordinación, sino coordinación de actividades dentro del marco de los 
mencionados contratos suscritos, máxime que los contratos no tienen pactadas cláusulas de 
exclusividad. Ello aunado a que, esta afirmación carece de sustento probatorio.  
 
AL DÉCIMO. Es cierto. 
 
AL DÉCIMO PRIMERO. Es cierto.  
 
AL DÉCIMO SEGUNDO. No es un hecho se trata de una valoración efectuada por el 
apoderado de la demandante y es lo que se pretende en este proceso. 
 
AL DÉCIMO TERCERO. No es cierto y aclaro que la demandante no tenía una relación 
laboral con mi representada por ello la SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN 
SOCIAL no tenía obligaciones en este sentido, sino que era obligación de la contratista asumir 
tales pagos. 
 
AL DÉCIMO CUARTO. Es cierto.  
 

2. EXCEPCIONES 
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3.1. DE MERITO 

 
3.1.1. LEGALIDAD DEL CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS. 

 
Entre la Secretaria Distrital de Integración Social y ADRIANA BIBIANA VELANDIA 
BERMUDEZ se suscribieron varios contratos de prestación de servicios, en virtud de los cuales 
la demandante ejecutó el objeto contractual de manera independiente y autónoma; es del caso 
precisar que, los contratos de prestación de servicios celebrados con la administración en modo 
alguno se tornan ilegales como pretende la demandante, ya que el mismo está debidamente 
regalado en la Ley 80 de 1993 artículo 32 numeral 3, que prescribe: 

 

"ART. 32. De los contratos estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos 
en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la 
voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación: 
 
(…)  
 
3º. Contrato de prestación de servicios. - Son contratos de prestación de servicios los que 
celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrase con personas naturales cuando 
dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos 
especializados. 
 
En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por 
el término estrictamente indispensable". 

 
La norma señalada tiene por propósito un vínculo contractual en el sentido que se ejecuten 
actividades que tengan conexión con la actividad que cumple la Entidad; además, que dicha 
relación jurídica se establezca con personas naturales, cuando el objeto contractual no pueda 
realizarse con personal de planta, lo que a juicio de la Sala acontece, por ejemplo, cuando el 
número de empleados no sea suficiente para ello; o cuando la actividad por desarrollarse 
requiera de conocimientos especializados. 
 

Es claro, entonces, que el contrato de prestación de servicios es un contrato estatal que tiene 
como objeto una obligación de hacer, que se determina en el objeto contractual, así como en 
las obligaciones generales y especificas del mismo, teniendo como característica la autonomía e 
independencia del contratista, y que no genera prestaciones sociales por tratarse de un contrato 
estatal y no de una relación laboral. 

 

Ahora bien, respecto a las obligaciones frente a los contratos estatales, las mismas han 
evolucionado, hoy día se encuentra en vigencia la Ley 1474 de 2011, la cual se encarga de 
regular algunos aspectos específicos respecto a la ejecución de los contratos 
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con el Estado, en ese sentido, es preciso hacer mención a los artículos 83 y 84 de la referida 
Ley, en los cuales se determina las obligaciones que tienen quienes ejercen la supervisión en 
los contratos de prestación de servicios, situación que debe ser cumplida a cabalidad y en modo 
alguno constituye algún tipo de acto subordinante, por el contrario quien ejerce en su calidad 
de supervisor, debe cumplir con los preceptos legales que establecen:  
 

“(…) Artículo 83. Supervisión e interventoría contractual. Con el fin de proteger la moralidad 
administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de 
la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la 
correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según 
corresponda. 
 
La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y 
jurídico que, sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad 
estatal cuando no requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal 
podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean 
requeridos. 
 
84. Facultades y deberes de los supervisores y los interventores. La supervisión e interventoría 
contractual implica el seguimiento al ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad 
contratante sobre las obligaciones a cargo del contratista. 
 
Los interventores y supervisores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y 
explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por mantener 
informada a la entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de 
corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente…”  

 
En concordancia con lo anterior y para el caso que nos ocupa para que se realizaran los pagos de 
los honorarios a favor de la demandante, era necesario que el supervisor realizara el informe 
respectivo de cumplimiento.  

De la misma manera es necesario precisar, que para la ejecución de los contratos de prestación 
de servicios no se exigió constitución de póliza de garantías, como en algunos contratos 
estatales, lo mismo obedece a que la Secretaría Distrital de Integración Social en aplicación del 
artículo 8 del Decreto 4828 de 2008, exime al contratista de dicha obligación, lo cual indica 
que la Entidad suscribe, ejecuta y liquida los contratos de prestación de servicios con la 
demandante atendiendo la normatividad legal vigente en el momento y que se remite a la Ley 
80 de 1993, Ley 1474 de 2011, Decreto 4828 de 2008 y demás normas concordantes y 
complementarias. 

Cómo se evidencia de las pruebas documentales aportadas con esta contestación se prueba con 
los diferentes actos contractuales la existencia de una verdadera relación contractual mas no 
laboral ratificando con todo ello la existencia real de los contratos de prestación de servicios.  

 

3.1.2. INEXISTENCIA DEL CONTRATO REALIDAD. 
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En el presente caso, no se cumplen los requisitos para que se de aplicación al principio de la 
primacía de la realidad sobre las formalidades legales, impidiendo entonces que se configure el 
contrato realidad pretendido por el apoderado de la demandante, es del caso resaltar que, en el 
presente caso no se encuentran demostrados los elementos constitutivos de relación laboral, ya 
que ha sido reiterado el concepto que respecto a los contratos de prestación de servicio y las 
relaciones laborales, el elemento de la subordinación es determinante; para el caso de 
ADRIANA BIBIANA VELANDIA BERMUDEZ, los servicios fueron prestados con autonomía 
e independencia. 
 
En ejecución de los contratos de prestación de servicios suscritos entre la demandante y mi 
representada, se establecieron los requisitos bajo los cuales se ejecutarían los mismos, 
atendiendo en un todo la normatividad que, en materia de contratación estatal rige para esta 
modalidad contractual,  en efecto existe una supervisión o interventoría para constatar la 
observancia de las obligaciones contraídas por las partes intervinientes y ello no conlleva una 
necesaria y obligatoria subordinación o dependencia del contratista al supervisor o interventor, 
máxime si son contratos de tracto sucesivo en los que permanentemente se debe inspeccionar 
la labor realizada por la contratista. 

 
La dirección que debe existir por parte de quien ejerce la supervisión en virtud, de un 
contrato de Prestación de Servicios, no necesariamente implica que haya subordinación o 
dependencia, sino una necesaria distribución de áreas para que el encargado de supervisar el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas en el acuerdo de voluntades pueda establecer cuál 
o cuáles contratistas lo están haciendo a cabalidad y quienes no, para aplicar las 
cláusulas pertinentes. 
 
Ahora bien, es de resaltar que revisados los objetos contractuales de cada uno de los contratos 
suscritos por la demandante, es claro que no todos ellos tuvieron los mismos objetos 
contractuales.  
 
3.1.3. INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES RECLAMADAS. 
 
Es importante resaltar que la demandada ha obrado con la mejor buena fe derivada de la 
suscripción de los contratos de prestación de servicios, cumpliendo en un todo con las 
obligaciones contractuales pactadas en el texto de los mismos, sin que a la fecha exista saldo por 
cancelar a favor de ADRIANA BIBIANA VELANDIA BERMUDEZ, por parte mi representada. 
 
 
3.1.4. COBRO DE LO NO DEBIDO. 
 
En la actualidad no se cuenta con un fundamento legal que ampare o soporte el reconocimiento 
de los emolumentos reclamados por ADRIANA BIBIANA VELANDIA BERMUDEZ, no 
proceden la pretensiones de la demanda, pues revisados los antecedentes se encontró que en 
efecto la Entidad ha cancelado en legal forma, el valor correspondiente a los honorarios 
causados, derivados de la ejecución de los contratos de prestación de servicios, sin que a la fecha 



 
 
 
 
 
 

 

Sede Principal: Carrera 7 No 32–16/ Ciudadela San Martín 

Secretaria Distrital de Integración Social 

Teléfono: 327 97 97 
www.integracionsocial.gov.co  

 
 

7 

exista obligación pendiente de pago y respecto de los cuales ha efectuado los descuentos exigidos 
por la Ley. 
 
De igual manera es de señalar que las acreencias salariales y prestacionales indicadas en la 
demanda no tienen asidero jurídico.  
 
3.1.5. PRESCRIPCIÓN.   
 
Se fundamenta por el transcurso del tiempo sin que se haya realizado reclamación por parte de 
la hoy demandante.  
 
Es necesario que se tenga en cuenta que entre contrato y contrato existen lapsos de tiempo en 
los cuales se interrumpieron para efectos de la contabilización de la prescripción, aunado a que 
la Jurisprudencia del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha sido enfática en 
señalar que: 

 “El término para exigir el reconocimiento de una relación laboral con el Estado es de tres años, 
contados a partir de la terminación del vínculo contractual, y que pasado dicho tiempo se extingue 
el derecho a solicitar las prestaciones que se deriven de aquella. 
 
En aquellos casos donde existe interrupción entre los contratos de prestación de servicios y en su 
ejecución, debe analizarse la prescripción frente a cada uno de ellos, a partir de sus fechas de 
finalización. (…)”1 

 
Por ello, y con el ánimo de no realizar transcripciones que sólo alargarían el tamaño de este 
escrito, de manera respetuosa, le solicito a su señoría desplazarse al numeral 4.3 del Capítulo 
de argumentos de la defensa, en donde podrá encontrar un análisis detallado de las 
prescripciones aquí solicitadas.  

3.1.6. NO CONFIGURACION DEL DERECHO AL PAGO DE NINGUNA SUMA 
DE DINERO NI INDEMNIZACION. 

 
De acuerdo con lo expuesto en esta contestación, no le corresponde a la demandante pago 
alguno por ningún concepto ni por indemnización. 
 
3.1.7. BUENA FE DE LA DEMANDADA. 
 

 
1 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN SEGUNDA- SUBSECCIÓN “A”. 

Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. Bogotá D.C., veintiocho (28) de noviembre de dos mil 

dieciocho (2018). 

Radicación número: 17001-23-33-000-2014-00282-01(2093-16). Actor: DIEGO HERNAN CORTES SILVA. 

Demandado: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA.   
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Mi representada ha obrado con absoluta transparencia, rectitud y buena fe en el cumplimiento 
de sus funciones como contratante, razón por la cual, al momento de analizar la imposición de 
sanciones, si a ello hubiere lugar, deberá estudiarse la conducta asumida por mi representada. 

 
3.1.8. ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA. 
 
Por pretender pago de obligaciones no causadas. 
 
3.1.9. COMPENSACIÓN.  
 
Sin reconocimiento y/o aceptación alguna solicito que si mi representada es condena se tenga 
en cuenta los pagos efectuados y se compense frente a la condena impuesta. 
 
3.1.10. GENÉRICA. 
 
Solicito respetuosamente declarar de oficio las demás excepciones que se encuentran probadas 
dentro del proceso y que den lugar a denegar las pretensiones de la demanda, teniendo en cuenta 
el ordenamiento jurídico aplicable al caso bajo estudio y los fundamentos fácticos que dieron 
origen a la presente acción. 
 

4. FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA- ARGUMENTOS DE LA 
DEFENSA 

 
 

Causales de nulidad invocadas 
 
Manifiesta el apoderado del extremo activo que, el acto administrativo demandado, debería ser 
declarado nulo por infringir las normas en que deberían fundarse. 
 
En relación con lo pretendido por la parte demandante, es necesario efectuar las siguientes 
precisiones: 

4.1. Marco Normativo.  

La Ley 80 de 1993, a través de la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, en el numeral 3º del artículo 32, regula el contrato de prestación de 
servicios en los siguientes términos: 
 

“Artículo   32. De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores 
de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho 
privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como 
los que, a título enunciativo, se definen a continuación 
 
(….) 
 
3° Contrato de prestación de servicios 



 
 
 
 
 
 

 

Sede Principal: Carrera 7 No 32–16/ Ciudadela San Martín 

Secretaria Distrital de Integración Social 

Teléfono: 327 97 97 
www.integracionsocial.gov.co  

 
 

9 

 
Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar 
actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo 
podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal 
de planta o requieran conocimientos especializados. 
 
En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el 
término estrictamente indispensable”. 
 

De tal suerte que los apartes subrayados fueron objeto de estudio de constitucionalidad por 
parte de la Corte Constitucional que en la sentencia C-154-972, los declaró exequibles y precisó 
las características del contrato de prestación de servicios y sus diferencias con el contrato de trabajo, 
así: 

“Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios 
independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia de la prestación 
personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación 
del mismo. En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad independiente 
desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la 
subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución 
de la labor contratada. 
 
Del análisis comparativo de las dos modalidades contractuales -contrato de prestación de servicios y 
contrato de trabajo- se obtiene que sus elementos son bien diferentes, de manera que cada uno de 
ellos reviste singularidades propias y disímiles, que se hacen inconfundibles tanto para los fines 
perseguidos como por la naturaleza y objeto de los mismos. 
 
En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato 
laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra 
un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la 
administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales”  

 
De otro lado, el artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo, define el “Contrato Individual 
de Trabajo” así: 
 

“(…) aquél por el cual una persona natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona 
natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante 
remuneración.” 
 

A su turno, el artículo 23 del mismo Estatuto establece los elementos esenciales que debe reunir 
un contrato de trabajo, así: 
 

“Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos esenciales: 
 

 
2 Corte Constitucional. Sentencia del 19 de marzo de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara. 
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a) La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo.  
b) La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que faculta a 
éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o 
cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe manifestarse por todo el tiempo de 
duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos en concordancia 
con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos humanos relativos a la materia 
obliguen al país, y  
c) Un salario como retribución del servicio.” 

Desarrollando el último punto, se debe probar que en la relación con el empleador exista 
subordinación o dependencia, situación entendida como aquella facultad para exigir al servidor público 
el cumplimiento de órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e 
imponerles reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo. 
 
Además de las exigencias legales mencionadas, el alto Tribunal aclaró que le corresponde a la 
parte actora comprobar la permanencia, es decir que la labor sea inherente a la entidad, 
requisitos establecidos por la jurisprudencia, para desentrañar de la apariencia del contrato de 
prestación de servicios una verdadera relación laboral. (Consejo de Estado Sección Segunda, 
Sentencia 66001233100020110029301 (18282013), 11/11/2015, C. P. Sandra Lisset Ibarra). 
 
En otro pronunciamiento el Consejo de Estado, precisó que la Coordinación de actividades en 
el contrato de prestación de servicios no configura relación laboral. 
 
De este modo, recientes pronunciamientos las secciones Segunda y Tercera del Consejo de 
Estado han sostenido que entre contratante y contratista puede existir una relación de 
coordinación en sus actividades, de manera que el segundo se somete a las condiciones 
necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual incluye el 
cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus superiores, 
o tener que reportar informes sobre sus resultados, pero ello no significa necesariamente la 
configuración del elemento de subordinación. 
 
En desarrollo de lo anterior, el Consejo de Estado ha sostenido: 
 

“Aunque a primera vista se puede pensar que el cumplimiento de un horario es de suyo elemento 
configurativo de la subordinación transformando una relación que ab initio se consideró como 
contractual en laboral, lo cierto es que en determinados casos el cumplimiento de un horario es 
sencillamente la manifestación de una concertación contractual entre las partes, administración y 
particular, para desarrollar el objeto del contrato en forma coordinada con los usos y condiciones 

generalmente aceptadas y necesarias para llevar a cabo el cumplimiento de la labor (…)”3  
 

En dicha sentencia4 el Consejo de Estado lo plasmó así:  
 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Subsección “A”, Sentencia del 
6 de mayo de 2015, M. P. Luis Rafael Vergara Quintero. Rad. 05001233100020020486501 (192312). 
4 Ídem  
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“Entre contratante y contratista puede existir una relación de coordinación en sus actividades, de 
manera que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la 
actividad encomendada, lo cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una 
serie de instrucciones de sus superiores, o tener que reportar informes sobre sus resultados, pero ello 
no significa necesariamente la configuración de un elemento de subordinación”. 
 

En cuanto a contar con un horario de ingreso y salida para el cumplimiento de las actividades 
contractuales, es del caso señalar que, tal circunstancia por si sola no corresponde 
necesariamente con la existencia de subordinación propia de un contrato laboral, pues por la 
naturaleza de la entidad y las actividades mismas, bien podía requerirse que el contratista adecuara 
la prestación de sus servicios al horario de actividades que aquella requería. 

Sobre el tema, el H. Consejo de Estado5, ha indicado: 

“(…)  
la relación de coordinación de actividades entre contratante y contratista que implica que el segundo 
se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo 
cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus 
superiores, o tener que reportar informes sobre sus resultados, no significa necesariamente la 
configuración de un elemento de subordinación. 
 
Frente a lo antepuesto y dado el desarrollo jurisprudencial y controversia en la praxis jurídica sobre 
todo en lo que respecta al cumplimiento de los horarios por parte de los contratistas, en esta sentencia 
proferida por la máxima instancia de lo contencioso citó la providencia del 18 de noviembre de 2003, 
Rad. IJ-0039, Consejero Ponente Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda a cuyo tenor expresó: 

“(…)  

si bien es cierto que la actividad del contratista puede ser igual a la de empleados de planta, no es 
menos evidente que ello puede deberse a que este personal no alcance para colmar la aspiración del 
servicio público; situación que hace imperiosa la contratación de personas ajenas a la entidad. Y si 
ello es así, resulta obvio que deben someterse a las pautas de ésta y a la forma como en ella se 
encuentran coordinadas las distintas actividades.  

Sería absurdo que contratistas encargados del aseo, que deben requerirse con urgencia durante la 
jornada ordinaria de trabajo de los empleados, laboren como ruedas sueltas y a horas en que no se 
les necesita. Y lo propio puede afirmarse respecto del servicio de cafetería, cuya prestación no puede 
adelantarse sino cuando se encuentra presente el personal de planta. En vez de una subordinación lo 
que surge es una actividad coordinada con el quehacer diario de la entidad, basada en las cláusulas 
contractuales.”  

En cuanto al ingreso base, según el cual se deben calcular las prestaciones, en el momento de 
decretar la existencia de un contrato realidad, la Sala especializada de lo Contencioso 
Administrativo, del Consejo de Estado, en uso de la facultad conferida por el artículo 271 de la 

 
5 Sentencia Radicación número: 68001-23-31-000-2010-00449-01(1807-13) del  trece (13) de febrero de dos 
mil catorce (2014) 
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Ley 1437 de 2011, profirió sentencia de unificación del 25 de agosto de 2016, radicado interno 
0088-2015, en la cual fijó, entre otras el siguiente parámetro:  

“ (ii) el ingreso sobre el cual han de calcularse las prestaciones dejadas de percibir por el maestro-
contratista corresponderá a los honorarios pactados”  

Ahora bien, la Jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado señaló que cuando se declare la 
existencia de una relación laboral entre un particular y una entidad pública bajo la aplicación del 
principio de primacía de la realidad sobre las formalidades, este reconocimiento no tiene como 
consecuencia implícita la adquisición de la calidad de servidor público, dado que para ello es 
indispensable que se den los presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente 
posesión6 

 
De ora parte y respecto de las pretensiones relacionadas con reintegro, crear el empleo ya sea 
como provisional a favor dla demandante es necesario recordar, en gracia de discusión, lo 
expresado en Sentencia del Consejo de Estado, Sección Segunda, Número 
68001233300020130021600 (10462014) del 21 de julio de 2016. C.P. SANDRA LISSET 
IBARRA, que señala que el contratista que demuestra bajo el principio constitucional de la 
primacía de la realidad una relación “laboral no lo convierte automáticamente en un empleado 
público, (…)”. Además, dijo que todo lo anterior pone de presente un exigente ejercicio 
probatorio, el cual recae sobre la persona que reclama el reconocimiento y pago del trabajo 
suplementario. Lo anterior se encuentra en concordancia con la sentencia de unificación 
relacionada con la prescripción en materia de contrato realidad. 
 
 
4.2. Carga de la Prueba. 

Sea esta la oportunidad de recordar que, conforme a lo previsto en el artículo 88 de la ley 1437 de 
2011, los actos administrativos se presumen legales. 

De modo que, el artículo 167 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa 
del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, dispuso que Incumbe a las partes probar el supuesto 
de hecho de las normas que preven el efecto jurídico que ellas persiguen, es decir, corresponde 
al extremo activo demostrar que el acto administrativo acusado se encuentra viciado de 
ilegalidad, demostrando que se configuran los tres elementos básicos de una relación de trabajo.  
 
En concordancia con lo anterior es necesario traer a colación lo expuesto por el Consejo de 
Estado (Sala de lo Contencioso Administrativo –Sección Segunda) en su Sentencia del 4 de 
febrero de 2016, C.P. Dra. Sandra Patricia Lisset Ibarra Vélez: 
 

“Nótese como la norma trascrita (artículo 24 del C.S., del T)  crea una presunción legal que permite 
considerar como laboral toda relación personal de trabajo, de modo que, en las relaciones 
particulares o de derecho laboral ordinario, el trabajador lleva una ventaja inicial, trasladándose 
la carga de la prueba al contratante quien frente a una demanda laboral tendrá la carga de 

 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda , Sentencia del 31 de enero de 
2018,. Rad. (04892014). 
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desvirtuar la presunción legal existente en favor del trabajador, presunción no consagrada en los 
contratos de prestación de servicios regulados por el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, quedando 
en cabeza del contratista el deber de probar los elementos esenciales y configurativos de la relación 
laboral cuando se exija judicialmente la aplicación de la primacía de la realidad sobre las 
formalidades.” 

 
 
4.3. Prescripción  

 
Es de recordar que en uso de la facultad conferida por el artículo 271 de la Ley 1437 de 2011, la 
Sala especializada de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, profirió sentencia de 
unificación del 25 de agosto de 2016, radicado interno 0088-2015, en la cual fijó entre otras, las 
siguientes reglas:  

“i) Quien pretenda el reconocimiento de la relación laboral con el Estado y, en consecuencia, el 
pago de las prestaciones derivadas de esta, en aplicación del principio de la primacía de la realidad 
sobre las formalidades, deberá reclamarlos dentro del término de tres años contados a 
partir de la terminación de su vínculo contractual. 

ii) Sin embargo, no aplica el fenómeno prescriptivo frente a los aportes para pensión, en atención a 
la condición periódica del derecho pensional y en armonía con los derechos constitucionales a la 
igualdad e irrenunciabilidad a los beneficios mínimos laborales y los principios de in dubio pro 
operario, no regresividad y progresividad. 

iii) Lo anterior, no implica la imprescriptibilidad de la devolución de los dineros 
pagados por concepto de aportes hechos por el trabajador como contratista, pues esto sería un 
beneficio propiamente económico para él, que no influye en el derecho pensional como tal (que se 
busca garantizar), sino en relación con las cotizaciones adeudadas al sistema de seguridad social en 
pensiones, que podrían tener incidencia al momento de liquidarse el monto pensional. 

iv) Las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema integral de seguridad social 
derivados del contrato realidad, por su carácter de imprescriptibles y prestaciones periódicas, también 
están exceptuadas de la caducidad del medio de control de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, 
letra c, del CPACA.” 

La anterior sentencia de unificación ha venido siendo acatada por esta Jurisdicción, en recientes 
providencias como la proferida el 28 de noviembre de 2018, en la cual la Alta Corporación 
sostuvo: 
 

“(…) 

Conforme con lo previsto en la sentencia de unificación jurisprudencial, en su aparte aquí 
transcrito, se colige:  

• El término para exigir el reconocimiento de una relación laboral con el Estado es de tres años, 
contados a partir de la terminación del vínculo contractual, y que pasado dicho tiempo se 
extingue el derecho a solicitar las prestaciones que se deriven de aquella. 



 
 
 
 
 
 

 

Sede Principal: Carrera 7 No 32–16/ Ciudadela San Martín 

Secretaria Distrital de Integración Social 

Teléfono: 327 97 97 
www.integracionsocial.gov.co  

 
 

14 

• En aquellos casos donde existe interrupción entre los contratos de prestación de servicios y en su 
ejecución, debe analizarse la prescripción frente a cada uno de ellos, a partir de sus fechas de 
finalización. (…)”7 

 
Pues bien, atendiendo el panorama jurisprudencial descrito, procederé a realizar un análisis en 
torno a la prescripción de cada uno de los contratos en el caso concreto, teniendo en cuenta 
que la reclamación administrativa fue iniciada con el RAD:E2019004377 del 30 de enero de 
2019: 
 

 

CONTRATO 

 

OBJETO 

 

INICIO 

 

TERMINACIÓN 

FECHA LIMITE 
DE 

RECLAMACION 

2013-6580  

 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES EN EL 
AREA DE TRABAJO SOCIAL, 

PARA APOYAR LA GESTIÓN 
MISIONAL Y 
ADMINISTRATIVA DE LOS 
CENTROS RESPIRO 
CONTRIBUYENDO A 
RESIGNIFICAR EL 
PROYECTO DE VIDA A 
NIVEL PERSONAL Y 
FAMILIAR DE LOS 
CUIDADORES Y 
CUIDADORAS DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
TENIENDO EN CUENTA LOS 
LINEAMIENTOS DEL 

PROYECTO 721 ATENCIÓN 

INTEGRAL A PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
FAMILIAS Y CUIDADORES 
CERRANDO BRECHAS., DE 
LA DIRECCION 
POBLACIONAL.  

1 de agosto 
de 2013 

30 de junio de 
2014 

30 de junio de 
2017 

2014-7303  

 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

PARA APOYAR LA GESTIÓN 
DE IDENTIFICACION, 
CARACTERIZACION Y 
VALIDACION DE 
CONDICIONES DE VIDA A 
NIVEL PERSONAL Y 

5 de agosto 
de 2014 

4 de febrero de 
2015 

4 de febrero de 
2018 

 
7 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN SEGUNDA- SUBSECCIÓN “A”. 

Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. Bogotá D.C., veintiocho (28) de noviembre de dos mil 

dieciocho (2018). 

Radicación número: 17001-23-33-000-2014-00282-01(2093-16). Actor: DIEGO HERNAN CORTES SILVA. 

Demandado: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA.   
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FAMILIAR DE LOS 
CUIDADORES Y 
CUIDADORAS Y DE 
PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD TENIENDO 
EN CUENTA LOS 
LINEAMIENTOS DEL 

PROYECTO 721 ATENCIÓN 
INTEGRAL A PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
FAMILIAS Y CUIDADORES 
CERRANDO BRECHAS., DE 
LA DIRECCION 
POBLACIONAL. 

2015-3204  

 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES PARA 
CONFORMAR EL EQUIPO 
DE INCLUSION SOCIAL DEL 
SERVICIO CUIDANDO 
NUESTRAS CAPACIDADES 
CONTRIBUYENDO A 
RESIGNIFICAR EL 
PROYECTO DE VIDA A 
NIVEL PERSONAL Y 
FAMILIAR DE LOS 
CUIDADORAS Y 
CUIDADORES DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
TENIENDO EN CUENTA LOS 
LINEAMIENTOS DEL 

PROYECTO 721 ATENCIÓN 
INTEGRAL A PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
FAMILIAS Y CUIDADORES 
CERRANDO BRECHAS  

9 de 
febrero de 

2015 

17 de febrero de 
2016 

17 de febrero de 
2019 

2016-7855  

 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES PARA 
CONFORMAR EL EQUIPO 
DE VALIDACION E 
INCLUSION SOCIAL DEL 
SERVICIO CUIDANDO 
NUESTRAS CAPACIDADES 
CONTRIBUYENDO A 
RESIGNIFICAR EL 
PROYECTO DE VIDA A 
NIVEL PERSONAL Y 
FAMILIAR DE LOS 
CUIDADORAS Y 
CUIDADORES DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
TENIENDO EN CUENTA LOS 
LINEAMIENTOS DEL 

PROYECTO 721 ATENCIÓN 
INTEGRAL A PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
FAMILIAS Y CUIDADORES 
CERRANDO BRECHAS 

28 de 
marzo de 

2016 

27 de septiembre 
de 2016 

27 de septiembre 
de 2019 
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2016-12091  

 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES PARA 
APOYAR EL SEGUIMIENTO A 
PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD SIN REDES, 
CUIDADORES Y 
CUIDADORAS QUE RECIBEN 
APOYO ALIMENTARIO POR 
PARTE DE LA SDIS, Y LAS 

ACCIONES DE INCLUSIÓN 
COMUNITARIA PARA LA 

PARTICIPACIÓN EFECTIVA 

DE LA POBLACIÓN Y SUS 
FAMILIAS; TENIENDO EN 
CUENTA LOS 

LINEAMIENTOS TÉCNICOS 
DEL PROYECTO 1113 POR 
UNA CIUDAD INCLUYENTE 
Y SIN BARRERAS, DE LA 

DIRECCIÓN POBLACIONAL  

18 de 
septiembre 

de 2016 

17 de diciembre 
de 2016 

17 de diciembre 
de 2019 

2017-1735  

 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES PARA 
APOYAR EL SEGUIMIENTO A 
PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD SIN REDES, 
CUIDADORES Y 
CUIDADORAS QUE RECIBEN 
APOYO ALIMENTARIO POR 
PARTE DE LA SDIS, Y LAS 

ACCIONES DE INCLUSIÓN 
COMUNITARIA PARA LA 

PARTICIPACIÓN EFECTIVA 

DE LA POBLACIÓN Y SUS 
FAMILIAS; TENIENDO EN 
CUENTA LOS 

LINEAMIENTOS TÉCNICOS 
DEL PROYECTO 1113 POR 
UNA CIUDAD INCLUYENTE 
Y SIN BARRERAS, DE LA 

DIRECCIÓN POBLACIONAL  

 

2 de 
febrero de 

2017 

6 de enero de 
2018 

6 de enero de 2021 

 
 

Conclusiones 
 

1. No logró la parte demandante desvirtuar la presunción de legalidad de la cual se 
encuentra envestido el acto administrativo objeto de control de legalidad, pues es de 
recordar que la carga probatoria de tal situación era suya. 
 
Así pues, no son procedentes las pretensiones de la demanda, debido a que la relación 
existente entre la demandante y mi representada se desarrolló en el marco del contrato 
de prestación de servicios, conforme a lo previsto en la Ley 80 de 1993 y sus demás 
normas modificatorias y concordantes.  
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2. No existe ninguna obligación legal pendiente a favor de la demandante, toda vez que mi 
representada pagó el valor correspondiente a los honorarios pactados de acuerdo con el 
contrato de prestación de servicios suscrito con aquella.  
 

3. Entre la demandante y mi representada no existió relación laboral, toda vez que, en 
ningún momento se dieron los elementos propios de la misma, en consecuencia no se 
puede dar aplicación a la presunción contemplada en el artículo 53 de la Constitución 
Política, respecto a la primacía de la realidad sobre las formalidades legales, se sustenta 
esta afirmación en el hecho que, no se dieron los elementos indispensables para hablar 
de contrato de trabajo, sin los cuales se desfigura esta modalidad contractual.  
 
Ello por cuanto es claro, y así lo ha admitido la Jurisprudencia en cita, el hecho de 
establecer horarios concordantes con la prestación del servicio de la entidad, para el 
desarrollo de las actividades contractuales, así como el deber de presentación de 
informes, son sólo típicas manifestaciones del principio de coordinación que rige la 
actividad contractual. Aunado a que, en el presente caso ni siquiera existe prueba de la 
existencia de aquellas.  
 

4. Por lo tanto, mientras la pretendida relación laboral que, según la demandante, la 
vinculaba no sea cabalmente demostrada en cada uno de sus elementos por la parte 
actora será jurídicamente imposible atribuirle a mi representada la carga de una 
obligación de naturaleza laboral.  
 

5. Los hechos plasmados en la demanda no hacen claridad del devenir contractual, 
induciendo a la errónea idea que la relación contractual de mi representada y la 
demandante obedeció a un contrato de trabajo, siendo que en la realidad su vinculación 
lo fue mediante contratos de prestación de servicios suscritos, ejecutados y liquidados, 
en virtud de los postulados de los contratos estatales (Ley 80 de 1993 y demás normas 
modificatorias y complementarias). 

 
6. Mi representada cumplió con las obligaciones legales que le correspondían, de 

conformidad a los contratos de prestación suscritos y que concretamente se circunscribe 
al pago de honorarios pactados en los contratos de prestación de servicios suscritos por 
las partes. 

 
7. Lo declarado por la parte actora carece de validez, cae por su propio peso, no se 

compadece de la normatividad legal, en razón a que presenta, sin claridad, con ánimo 
de confundir, la relación contractual entre las partes, aduciendo la existencia de un 
contrato de trabajo, cuando lo ocurrido en la realidad corresponde a un contrato de 
prestación de servicios. 
 

8. En gracia de discusión y si su señoría asume una posición jurídica diferente hasta la ahora 
esbozada, y sin que ello implique aceptación alguna, ruego sea declarada la prescripción 
de los derechos que se pudieron haber configurado con ocasión de los siguientes 
contratos 

2013-6580  
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2014-7303  

 
Ello por cuanto fue excedido el término de tres años posteriores a su terminación, para 
su respectiva reclamación.  

9. Así mismo, destaco de un lado la existencia de interregnos durante los cuales la 
demandante no prestó sus servicios a mi representada, aunado a la disimilitud de los 
objetos contractuales de cada uno de los contratos de prestación suscritos, situación que 
desvirtúa la existencia de una prestación del servicio continua y homogénea, a la que se 
le ha denominado permanencia.  
 

5. PETICION 

 
Solicito respetuosamente se desestimen todas las pretensiones de la demanda, se mantenga 
incólume el Oficio RAD S2019011097 del 7 de febrero de 2019, atacado con esta demanda y 
no se condene a la demandada - SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL - a 
pagar suma alguna de dinero, absolviendo a la entidad. 

6. PRUEBAS 

Solicito se tengan como pruebas: 
 
DOCUMENTALES:  

1. Antecedentes administrativos y carpeta contractual de la demandante. 
2. Certificación expedida por la Subdirección de contratación de la Secretaría Distrital de 

Integración Social. 
3. Oficio RAD S2019011097 del 7 de febrero de 2019. 

 
7. NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la Carrera 7 Nº 32 – 16 Piso 25 de la ciudad de Bogotá – Domicilio de la entidad-  
o en la Secretaría de su Despacho.  
Correo electrónico: mocampop@sdis.gov.co y notifciacionesjudiciales@sdis.gov.co.  
Celular: 3207436470. 

8. ANEXOS 
 

1. Poder. 
2. Anexos al poder. 
3. Los relacionados como pruebas. 

 
{{Sig_es_:signer1:signature}} 
 
MARÍA PAULINA OCAMPO PERALTA 
C.C. Nº 1.075.266.511 de Neiva 
T.P. Nº 263.300 C.S. de  la J.  



 
 

 
                                                      

  

*20201182584411* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584411 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720190046400  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: WILLIAM ASPRILLA SIERRA 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

10. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 



 
 

 
                                                      

  

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 
 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 



 
 

 
                                                      

  

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 



 
 

 
                                                      

  

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 
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venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 

3. Certificado de pago de cesantías. 



 
 

 
                                                      

  

 

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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